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Presentación 
 
La Comisión Colombiana de Juristas –CCJ- es una organización no gubernamental con 
estatus consultivo ante la Organización de las Naciones Unidas (ONU) que trabaja por la 
defensa de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario en Colombia. En 
dicho marco la CCJ desarrolla observación sobre el desplazamiento forzado en Colombia y 
los derechos humanos de las víctimas de dicho fenómeno. A partir de 1996 la CCJ ha 
participado en la preparación de informes dirigidos al Representante Especial del 
Secretario General de las Naciones Unidas sobre los derechos humanos de las personas 
internamente desplazadas. Asimismo, desde 2004, la CCJ ha presentado reportes para el 
seguimiento del cumplimiento de las órdenes de la Corte Constitucional dirigidas a 
corregir los vacíos y falencias de la política pública de atención a la población desplazada1.  
 
Durante el 13° período de sesiones del Consejo de Derechos Humanos, celebrado en 
marzo de 2010, la CCJ presentó al Relator Especial sobre los derechos humanos de las 
personas internamente desplazadas, Sr. Chaloka Beyani, el VI Informe de Seguimiento a la 
aplicación en Colombia de las Recomendaciones del Representante Especial del Secretario 
General de las Naciones Unidas sobre los derechos humanos de las personas 
internamente desplazadas2. En la presente oportunidad, la CCJ presenta al Relator 
Especial el VII Informe de Seguimiento, el cual abarca el período comprendido entre julio 
de 2010 a diciembre de 2011, con el propósito suministrarle información acerca del 
desarrollo del desplazamiento forzado y el estado de cumplimiento de las obligaciones 
internacionales del Estado colombiano en la materia. 
 

                                                        
1
 A través de la Sentencia T-025 de 2004 la Corte Constitucional declaró la existencia de un estado de cosas 

inconstitucional relativo a los derechos la población desplazada y decidió adoptar los remedios judiciales 
correspondientes. En ese sentido, el Alto Tribunal emitió órdenes dirigidas a las autoridades nacionales y a las 
territoriales para que adopten los correctivos que permitan superar tanto la insuficiencia de recursos, como las falencias 
en la respuesta institucional. En enero de 2012 se cumplen ocho años desde la declaratoria mencionada, sin que el 
Estado haya dado cabal cumplimiento a las órdenes dirigidas a la  superación el mencionado estado de cosas 
inconstitucional. Ver al respecto, Corte Constitucional, sentencia T-025 de 2004, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa, 
Bogotá D.C. Enero 22 de 2004. La sentencia T-025 de 2004 y sus autos de seguimiento pueden consultarse en el portal 
de Internet de la Corte Constitucional, a través del vínculo http: //www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2004/t-025-
04.htm  
2
 Los informes sobre desplazamiento forzado en Colombia elaborados por la CCJ pueden consultarse en el sitio de 

Internet www.coljuristas.org 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2004/t-025-04.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2004/t-025-04.htm
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Introducción 
 
Colombia ha desarrollado un amplio y complejo marco normativo para la prevención del 
desplazamiento forzado y la atención de la población desplazada. Además, instrumentos 
de protección de las Naciones Unidas como los Principios Rectores de los Desplazamientos 
Internos3 y los Principios sobre la restitución de las viviendas y el patrimonio de los 
refugiados y las personas desplazadas4 son de obligatoria aplicación puesto que integran 
el bloque de constitucionalidad5. 
 
Asimismo, a partir de 1998 el Estado colombiano cuenta con la cooperación técnica del 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados – Acnur- para la prevención 
del desplazamiento, la atención a la población desplazada y la búsqueda de soluciones al 
fenómeno6.  
 
El presente informe cubre el primer año y medio del gobierno del Presidente Juan Manuel 
Santos, quien comenzó su mandato el 7 de agosto de 2010 con el anuncio de su voluntad 
de cumplimiento de las obligaciones estatales de garantizar el derecho de las víctimas de 
violaciones a los derechos humanos y el derecho humanitario a obtener reparación, 
incluyendo el derecho a la restitución de las tierras despojadas a la población desplazada. 
 

                                                        
3
 Naciones Unidas, Comisión de Derechos Humanos, 54º periodo de sesiones, Informe del Representante del Secretario 

General, Sr. Francis M. Deng, Adición Principios Rectores de los Desplazamientos Internos, E/CN.4/1998/53/Add. 2*, 11 
de febrero de 1998, E/CN.4/1998/53/Add. 2, febrero 11 de 1998. 
4
 Naciones Unidas, Comisión de Derechos Humanos, 57º período de sesiones. “Informe definitivo del Relator Especial, Sr. 

Paulo Sergio Pinheiro - Principios sobre la restitución de las viviendas y el patrimonio de los refugiados y las personas 
desplazadas”, E/CN.4/Sub.2/2005/17, 28 de junio de 2005. 
5
 A través de la Sentencia T-327 de 2001 La Corte Constitucional conceptuó, que “*l+a interpretación más favorable a la 

protección de los derechos humanos de los desplazados hace necesaria la aplicación de los Principios Rectores del 
Desplazamiento Interno consagrados en el Informe del Representante Especial del Secretario General de Naciones Unidas 
para el Tema de los Desplazamientos Internos de Personas, los cuales son parte del cuerpo normativo supranacional que 
integra el bloque de constitucionalidad de este caso”. Dicha posición ha sido reiterada en las sentencias T-268 de 2003 y 
T-419 de 2003. También en la sentencia T-821 de 2007 la Corte ha señalado que “los Principios Rectores de los 
Desplazamientos Internos, consagrados en el Informe del Representante Especial del Secretario General de Naciones 
Unidas para el Tema de los Desplazamientos Internos de Personas (los llamados principios Deng), y entre ellos, los 
Principios 21, 28 y 2985 y los Principios sobre la restitución de las viviendas y el patrimonio de los refugiados y las 
Personas desplazadas, hacen parte del Bloque de constitucionalidad en sentido lato, en tanto son desarrollos adoptados 
por la doctrina internacional, del derecho fundamental a la reparación integral por el daño causado (C.P. art. 93.2)”. 
6
 En 1997 el gobierno de Colombia solicitó al Acnur asesorar a las instituciones nacionales encargadas de atender a la 

población desplazada. En 1998 las dos partes firmaron un  Memorando de Intención que establece que el ámbito de 
acción del Acnur consiste en asesorar a las agencias del Estado y no gubernamentales, proporcionar cooperación técnica 
en relación con las diversas fases del desplazamiento, incluyendo la prevención y la búsqueda de soluciones más 
duraderas. El acuerdo también contempla el desarrollo de actividades para fomentar la cooperación internacional y 
coordinar las diversas iniciativas, tanto nacionales como internacionales, a favor de la población desplazada. El 18 de 
julio de 2011, el vicepresidente de la República y la Representante en Colombia del Acnur firmaron una Carta de 
Intención cuyo objetivo es desarrollar acciones de cooperación entre las partes para fortalecer la capacidad de la 
Vicepresidencia en la protección de los derechos de las personas en situación o en riesgo de desplazamiento forzado.  
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En el período de estudio, el Congreso de la República aprobó la ley de víctimas y 
restitución de tierras y el Plan Nacional de Desarrollo 2010- 20147 las cuales contemplan 
disposiciones relacionadas  con la protección contra el desplazamiento forzado, la garantía 
de los derechos de las víctimas y la superación de la condición de persona desplazada, 
entre otras.  
 
El primer capítulo del presente informe se ocupa de aumento de la población en situación 
de desplazamiento forzado. Los capítulos siguientes están dedicados al análisis de la 
aplicación de las recomendaciones del Representante Especial relativas a la  protección 
contra el desplazamiento y durante el mismo; la persistencia durante siete años del 
estado de cosas inconstitucional en materia de desplazamiento; y los alcances de la 
aprobación de la legislación para la reparación de las víctimas y la restitución de sus 
tierras8. En la sección final del documento se consignan las conclusiones y las 
recomendaciones al Relator Especial.  
 
 
1. Aumenta la población de víctimas del desplazamiento forzado 
 
El desplazamiento forzado en Colombia continúa agravándose en el entorno de la crisis de 
derechos humanos y la degradación del conflicto armado interno. La población desplazada 
del país está en un rango comprendido entre 3.600.000 y 5.200.000 personas9. La 
amplitud de dicho rango se debe a que los datos oficiales10 son una subestimación de la 

                                                        
7
 La Constitución Política en su Artículo 339 establece que “*h]abrá un Plan Nacional de Desarrollo conformado por una 

parte general y un plan de inversiones de las entidades públicas del orden nacional. En la parte general se señalarán los 
propósitos y objetivos nacionales de largo plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a mediano plazo y las 
estrategias y orientaciones generales de la política económica, social y ambiental que serán adoptadas por el gobierno. 
El plan de inversiones públicas contendrá los presupuestos plurianuales de los principales programas y proyectos de 
inversión pública nacional y la especificación de los recursos financieros requeridos para su ejecución. Las entidades 
territoriales elaborarán y adoptarán de manera concertada entre ellas y el gobierno nacional, planes de desarrollo, con el 
objeto de asegurar el uso eficiente de sus recursos y el desempeño adecuado de las funciones que les hayan sido 
asignadas por la Constitución y la ley”. Por lo tanto, el PND es el documento que sirve de base y provee los lineamientos 
estratégicos de las políticas públicas formuladas por el Presidente de la República a través de su equipo de Gobierno. Es 
el instrumento formal y legal por medio del cual se trazan los objetivos del Gobierno permitiendo la subsecuente 
evaluación de su gestión. Su elaboración, socialización, evaluación y seguimiento es responsabilidad directa del 
Departamento Nacional de Planeación. 
8
 La ley 1448 de 2011 “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del 

conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones” beneficia a las víctimas de violaciones las normas 
Internacionales de Derechos Humanos infracciones al Derecho Internacional Humanitario, ocurridas con ocasión del 
conflicto armado interno, en un marco de justicia transicional, que posibiliten hacer efectivo el goce de sus derechos a 
la verdad, la justicia y la reparación con garantía de no repetición. 
9
 Internal Displacement Monitoring Centre - Norwegian Refugee Council, Internal Displacement Global Overview of 

Trends and Developments in 2010, p. 15 y 16, March 2011. Disponible en http: www.internal-displacement.org 
10

 De acuerdo con los datos de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional – Acción 
Social-, el acumulado de personas incluidas en el Registro Único de Población Desplazada según año de recepción, con 
fecha de corte a noviembre 9 de 2011, equivale a 3.875.987. Ver al respecto http: 
//www.accionsocial.gov.co/EstadisticasDesplazados/ 
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dimensión del fenómeno del desplazamiento, como se explicará más adelante cuando se 
aborden las inconsistencias del registro gubernamental de población desplazada. 
El desplazamiento forzado en Colombia es consecuencia de las graves y sistemáticas 
violaciones a los derechos humanos y de las infracciones al derecho internacional 
humanitario cometidas por todas las partes del conflicto armado: Fuerza Pública, grupos 
paramilitares y grupos guerrilleros. Una causa subyacente del desplazamiento es el interés 
por despojar las tierras a las comunidades rurales para su explotación económica y el de 
sus recursos naturales por parte de terratenientes y empresas privadas mediante 
proyectos agroindustriales, ganaderos, mineros y de infraestructura.  
 
La Fuerza Pública es responsable de desplazamientos forzados, puesto que muchas de sus 
operaciones militares se adelantan en lugares habitados, generando distintas 
consecuencias directas sobre la  población civil y temor ante la inminencia u ocurrencia de 
combates. Además, la Fuerza Pública es responsable de conductas que afectan a la 
población civil como restricciones a la movilidad de la población civil y el tránsito de sus 
víveres y elementos básicos en las vías terrestres y fluviales. Asimismo, los programas de 
erradicación de cultivos de uso ilícito, que consisten en fumigaciones aéreas 
indiscriminadas sobre zonas pobladas son apoyadas por ataques militares aéreos y 
terrestres y con frecuencia son combatidas por los grupos guerrilleros, afectan a la 
población civil, sus cultivos de subsistencia y animales domésticos, lo mismo que las 
fuentes de agua y su derecho salud, siendo causa de desplazamientos que no son 
reconocidos ni asistidos por el Estado. 
     
Los diálogos y acuerdos adelantados desde 2002 por el Gobierno del presidente Álvaro 
Uribe Vélez con el grupo paramilitar Autodefensas Unidas de Colombia (Auc) no 
condujeron al   desmantelamiento de las estructuras armadas, políticas y económicas de 
los grupos paramilitares. El Gobierno no reconoce la existencia de grupos paramilitares y 
les ha denominado “bandas criminales”. Sin embargo, en 360 municipios de 32 
departamentos del país11, la  población civil está sujeta a las acciones de grupos armados 
que reúnen las características de grupos paramilitares en cuanto a su conformación, su 
connivencia con agentes estatales y la persistencia de patrones de violación de derechos 
humanos12. La Fiscalía General de la Nación ha reconocido que “*l+as organizaciones 
criminales, surgidas después de la desmovilización de las AUC, se crearon como una nueva 
forma de paramilitarismo, considerada como la tercera generación de los grupos 
paramilitares en Colombia y cuyo propósito inicial era la conservación del dominio 
territorial que había sido dejado por los frentes de las AUC. El principal objetivo de estas 
estructuras ha sido el de retomar el control, no sólo territorial, sino económico, logístico y 
social en las zonas de influencia en donde venían delinquiendo las AUC, además de buscar 

                                                        
11

 González P., Camilo, Datos sobre presencia de grupos narcoparamilitares 2010, V Informe sobre narcoparamilitares en 
2010, Bogotá, 2011. Instituto de Estudios para el Desarrollo y la Paz –INDEPAZ-. 
12

 Comisión Colombiana de Juristas, Colombia: Informe de seguimiento a las recomendaciones 9, 14 y 16 del Comité de 
Derechos Humanos de la ONU, Bogotá, D.C., septiembre 21 de 2011, Pág. 7. Disponible en http: //www.coljuristas.org   
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su expansión a otras regiones, en las que tuvieron injerencia otros frentes paramilitares 
(…)”13.  
Refiriéndose a los grupos paramilitares como “bandas criminales”, “el director de la Policía 
Nacional, general Naranjo, anunció que son la mayor amenaza para la seguridad, y el 
ministro de Defensa, Rodrigo Rivera, reconoció que fueron responsables del 47% de los 
homicidios ocurridos en el 2010, es decir, algo más de siete mil”14.  
 
Asimismo, se ha comprobado el nexo del desplazamiento forzado causado por las 
acciones paramilitares con el despojo de las tierras por parte de terratenientes y  
empresarios. 
 
De otro lado, los grupos guerrilleros son responsables de desplazamientos forzados 
causados por conductas como uso de minas antipersona, toma de rehenes, reclutamiento 
forzado,  amenazas y homicidios. 
  
Se estima que en 2010 fueron desplazadas aproximadamente 280.000 personas15. El 
Comité Internacional de la Cruz Roja – CICR- encontró que en ese año los desplazamientos 
individuales y colectivos afectaron de manera especial a minorías étnicas, mujeres y niños, 
siendo sus principales causas las amenazas, los homicidios de un miembro de la familia, el 
reclutamiento de niñas y niños, entre otras16. Entre la población desplazada asistida por el 
CICR e 51% corresponde a niños y niñas, 16% a mujeres solas cabeza de hogar; 24% a 
población afrocolombiana y 9% a pueblos indígenas17.  
 
Entre tanto, la Comisión Colombiana de Juristas registró que entre junio de 2008 y 
diciembre 2011, ocurrieron al menos 246 hechos de desplazamiento forzado masivo. De 
los cuales la mayoría acontecieron en la región occidental del país, en particular en los 
departamentos de Antioquia, Nariño, Cauca, Chocó, Córdoba y Valle del Cauca.  
 
Del total de los hechos en los que se pudo establecer el origen étnico de las poblaciones 
desplazadas forzadamente (106 hechos), en 63 hechos resultaron afectadas  poblaciones 
indígenas, en 37 lo fueron poblaciones afrocolombianas y en 6 hechos ambas poblaciones 
resultaron afectadas. 
 
Los registros de desplazamiento forzado masivo se han incrementado. Estos hechos han 
venido ocurriendo principalmente en regiones del país en donde se encuentran asentados 
pueblos indígenas y comunidades afrocolombianas. El registro persistente y continuo de 

                                                        
13

 Fiscalía General de la Nación, Informe de Gestión, agosto de 2009- noviembre de 2010, Bogotá, 2011. Disponible en 
http://fgn.fiscalia.gov.co:8080/Fiscalia/archivos/InformedeGestion/infogestion2009-2010.pdf 
14

 “A diez años del inicio del Plan Colombia: los herederos de las AUC, la geografía del narcotráfico y la amenaza de 
nuevos carteles” diario El Tiempo, enero 25 de 2011, citado en: Romero, Mauricio y Arias, Angélica., pág. 8. Corporación 
Nuevo Arcoiris, Observatorio del Conflicto Armado. Disponible en: http: 
//www.nuevoarcoiris.org.co/sac/files/arcanos/arcanos16_abril_2011_files/plan_colombia_nuevos_carteles_web.pdf 
15

 Internal Displacement Monitoring Centre, citado supra en Nota 9, pág. 14. 
16

 Comité Internacional de la Cruz Roja, Informe 2010 Colombia, marzo de 2011, pág. 14. 
17

 Ibídem, pág. 17. 

http://fgn.fiscalia.gov.co:8080/Fiscalia/archivos/InformedeGestion/infogestion2009-2010.pdf
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este tipo de hechos provocados por el accionar violento de grupos armados, ha mostrado 
aumentos preocupantes en los tres últimos semestres del periodo de análisis. En 
particular, a partir del primer semestre de 2010 en el que se registraron al menos 16 
desplazamientos forzados masivos, se comenzó a observar incrementos, de tal forma que 
en el primer semestre de 2011 ocurrieron al menos 62 hechos de este tipo. 
 
El desplazamiento intraurbano también continuó ocurriendo. Se destaca la situación  de la 
ciudad de Medellín (Antioquia), en donde la Personería municipal monitoreo el fenómeno 
durante 2010, registrando numerosos casos de desplazamientos intraurbanos tanto  
masivos (10 o más familias ó 50 o más personas por un mismo hecho), como colectivos 
(menos de 50 personas), ocurridos en las comunas 1, 2, 3, 7, 8 y 1318.  
 
Asimismo, en el puerto marítimo de Buenaventura (Valle del Cauca) son frecuentes los 
casos de desplazamiento intraurbano. Sin embargo, como en muchos otros centros 
urbanos, allí el registro gubernamental no desagrega los desplazamientos intraurbanos 
ocurridos en el distrito de Buenaventura, por el contrario, el Registro de Población 
Desplazada reporta indistintamente datos de personas desplazadas de la zona urbana y de 
comunidades rurales. No obstante, durante 2010 fueron inscritas en el Rupd 555 personas 
desplazadas en 41 barrios del puerto19, mientras que en el primer trimestre de 2011 
fueron inscritas en el mismo registro oficial 1.988 personas desplazadas20.  
  
2. Los derechos de la población desplazada: siete años bajo un estado de cosas 
inconstitucional 
 
Como se mencionó en la introducción del presente documento, la Corte Constitucional 
declaró en 2004 declaró la existencia de un estado de cosas inconstitucional en relación a 
los derechos las víctimas del desplazamiento forzado y desde ese entonces ha emitido 
órdenes dirigidas a las autoridades nacionales y a las territoriales que conforman el 
Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada –SNAIPD21- para que 

                                                        
18

 Personería de Medellín, Informe sobre desplazamiento forzado, 2010, pág. 5. 
19

 Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Respuesta al Derecho de Petición DF-92/1 
presentado por la Comisión Colombiana de Juristas, Bogotá D.C., septiembre 15 de 2011. 
20

 Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Reporte General por Ubicación Geográfica, 
Fecha de Corte: 31/03/2011. Disponible en http: 
//www.accionsocial.gov.co/EstadisticasDesplazados/GeneralesPD.aspx?idRpt=2 
21

 El Sistema Nacional de Atención Integral a la población desplazada por la violencia –SNAIPD- fue creado por la ley 387 
de 1997 Por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, 
consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la República de Colombia, 
Artículos 4 y 5. Está constituido por las entidades públicas,   entre ministerios, instituciones descentralizadas y  entidades 
departamentales y municipales,  que realizan planes, programas, proyectos y acciones específicas, tendientes a la 
atención integral de la población desplazada. Sus funciones son: 1) Atender de manera integral a la población 
desplazada  para que, en el marco del retorno voluntario o el reasentamiento, logre su reincorporación a la sociedad 
colombiana;  2)  Neutralizar y mitigar los efectos de los procesos y dinámicas de violencia que provocan el 
desplazamiento, mediante el fortalecimiento del desarrollo integral y sostenible de las zonas expulsoras y receptoras, y 
la promoción y protección de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario; 3) Integrar los esfuerzos 
públicos y privados para la adecuada prevención y atención de las situaciones de desplazamiento forzado; 4) Garantizar 
un manejo oportuno y eficiente de todos los recursos humanos, técnicos, administrativos y económicos que sean 
indispensables para la prevención y atención de las situaciones que se presenten por causa del desplazamiento forzado.  
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adopten las medidas para subsanar la insuficiencia de recursos presupuestales y las 
falencias en la respuesta institucional. 
 
El Representante Especial del Secretario General de las Naciones Unidas para los derechos 
humanos de las personas internamente desplazadas valoró positivamente la tarea 
desempeñada por la Corte Constitucional colombiana en el reconocimiento y protección 
de los derechos de la población desplazada, en especial el proceso de la sentencia T-025 
de 2004. Además, el Representante exhortó al gobierno a  “dar pleno cumplimiento a las 
sentencias de la Corte al respecto”22. 
 
Transcurridos casi ocho años de dicha declaratoria, la Corte Constitucional ha 
determinado que el Estado no ha adoptado las medidas necesarias para proteger a la 
población contra el desplazamiento forzado, para garantizar los derechos de las víctimas 
durante su desplazamiento ni para brindar soluciones que garanticen la superación de 
dicha situación.  A continuación se sintetizan las consideraciones que el Alto Tribunal ha 
hecho recientemente, a través del auto 219 de 201123. 
 
2.1  Los cambios en el marco legal e institucional no son suficientes para prevenir y  a 
atender adecuadamente el desplazamiento forzado 
 
La aprobación de la ley 1448 de 2011 crea un nuevo escenario legal e introduce cambios 
institucionales en la atención al fenómeno del desplazamiento y la restitución de tierras24.   
 
La Corte considera que para superar el estado de cosas inconstitucional se requiere más 
que actividades preparatorias para poner efectivamente en marcha un plan de 
fortalecimiento de la capacidad institucional, fijar un nuevo marco legal o crear una nueva 
estructura institucional, los cuales no producen automáticamente mejores condiciones 
para atender la problemática del desplazamiento.   
 

                                                        
22

 Naciones Unidas, Consejo de Derechos Humanos, Cuarto Período de sesiones,  Informe presentado por el 
Representante del Secretario General sobre los derechos humanos de los desplazados internos, Sr. Walter Kälin. Adición 
Misión a Colombia, A/HRC/4/38/Add.3, 24 de enero de 2007, Párr. 85. 
23

 Corte Constitucional, auto 219 de 2011 Ref. Sentencia T-025 de 2004 y autos 185 de 2004, 176, 177 y 178 de 2005, 218 
y 266 de 2006, 233 de 2007, 116 de 2008, 008 y 011 de 2009, y 385 de 2010. Seguimiento a las acciones adelantadas por 
el gobierno nacional para la superación del estado de cosas inconstitucional, declarado mediante sentencia T-025 de 
2004. M.P. Luis Eduardo Vargas Silva, Bogotá D.C., octubre 13 de 2011.  
24

 La ley 1448 de 2011 crea una nueva institucionalidad responsable de la efectividad de los derechos a la verdad, justicia 
y a la reparación, entre ellas los Centros Regionales de Atención y Reparación, encargados de unificar y reunir toda la 
oferta institucional para la atención a las víctimas, a fin de que éstas sean informadas sobre sus derechos y remitidas 
para acceder de manera efectiva e inmediata a las medidas de asistencia y reparación consagradas en ella (Art. 168, 
numeral 11 y Parágrafo). Además, se crearán los Comités Departamentales, Distritales y Municipales para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas con el fin de elaborar planes de acción en el marco de los planes de desarrollo 
territorial, para garantizar la adecuada y oportuna atención a las víctimas. El SNAIPD creado por la ley 387 de 1997 se 
denominará Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a Víctimas-SNARIV- (Art. 159 y 160) y será ampliado a 
32 entidades y los Programas Presidenciales de Atención Integral contra Minas Antipersonal, y de Derechos Humanos y 
Derecho Internacional Humanitario (Art. 160). Asimismo, la ley 1448 de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de 
Restitución de Tierras Despojadas, adscrita al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural (Art. 103).   
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En ese sentido, la Corte considera necesario que el Gobierno Nacional clarifique la 
interrelación existente entre la política pública la ley 387 de 199725 y la prevista en la ley 
1448 de 2011, en términos de capacidad institucional, clarificación de responsabilidades 
institucionales, necesidades de armonización entre las dos políticas, precisión sobre la 
capacidad institucional y presupuestal para atender la población objetivo de cada una de 
las dos leyes. Asimismo, el Alto Tribunal subraya que “las responsabilidades estatales con 
las víctimas del desplazamiento no desaparecen por la expedición de una ley en la que se 
establezca un ámbito de protección particular, la cuantificación de recursos presupuestales 
requeridos, los vacíos, las contradicciones y los cambios normativos que deben ser 
considerados”26, de tal modo que la implementación de la política de reparación a las 
víctimas contribuya a la superación del estado de cosas inconstitucional en materia de 
desplazamiento forzado y no sea una excusa para postergar el cumplimiento de las 
obligaciones del Estado. 
 
De acuerdo con las anteriores consideraciones, la Corte solicita al Gobierno Nacional que 
presente un informe sobre el avance del proceso de reglamentación de la política de 
verdad, justicia y reparación ordenada por la ley 1448 de 2011 para las víctimas de 
desplazamiento forzado y la forma como están siendo incorporadas en dicha 
reglamentación, el marco constitucional y las reglas jurisprudenciales desarrolladas para la 
garantía y efectividad de los derechos de las víctimas de desplazamiento forzado a la 
verdad, justicia y reparación, específicamente con relación a la participación efectiva de la 
población desplazada, y el cumplimiento de los estándares internacionales para 
reparación integral a las víctimas de desplazamiento forzado, en particular las que surgen 
de los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos y los Principios sobre la 
restitución de las viviendas y el patrimonio de las personas refugiadas y desplazadas, lo 
mismo que en la jurisprudencia constitucional. 
 
2.2 La información sobre la asignación presupuestal no permite identificar los recursos 
destinados a programas específicos para la población desplazada 
 
La Ley de Apropiaciones para la vigencia fiscal 201127 determinó que las entidades 
responsables de la atención a la población desplazada, sectoriales del orden nacional, de 

                                                        
25

 Ley 387 de 1997 Por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, 
protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la República de 
Colombia. 
26

 Corte Constitucional, citado supra en Nota 23. 
27

 La Constitución Política en su Artículo 339 señala que “*e+l plan de inversiones públicas contendrá los presupuestos 
plurianuales de los principales programas y proyectos de inversión pública nacional y la especificación de los recursos 
financieros requeridos para su ejecución”. En su Artículo 346 señala que “*e]l Gobierno formulará anualmente el 
Presupuesto de Rentas y Ley de Apropiaciones que deberá corresponder al Plan Nacional de Desarrollo y lo presentará al 
Congreso, dentro de los primeros diez días de cada legislatura”. La Ley 111 de 1996 compila la ley 38 de 1989, la ley 179 
de 1994 y la Ley 225 de 1995, conformando de esta manera el Estatuto Orgánico del Presupuesto General de la Nación. 
Esta ley regula la programación, elaboración, presentación, aprobación, modificación y ejecución del presupuesto, así 
como la capacidad de contratación y la definición del gasto público social, convirtiéndose de esta manera en la 
reglamentación del Presupuesto General de la Nación. La Ley de Apropiaciones deberá tener un componente 
denominado gasto público social que agrupará las partidas de tal naturaleza, según definición hecha por la ley orgánica 
respectiva (Artículo 350). 
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que trata la ley 387 de 1997 darán prioridad en la ejecución de sus respectivos 
presupuestos, a la atención de la población desplazada por la violencia, en cumplimiento 
de la sentencia T-025 de 2004 y de sus autos28.  
 
La Corte Constitucional ha hecho una valoración positiva del incremento de la asignación 
presupuestal para la atención a la población desplazada. No obstante, en el auto 219 de 
2011 la Corte advierte que los informes presentados por el gobierno siguen teniendo un 
carácter general, y carecen de la precisión necesaria que garantice la transparencia del 
proceso presupuestal y la posibilidad de seguimiento. La Corte comparte la apreciación de 
la  Contraloría General de la República con respecto a la información presupuestal, la cual 
hace referencia a “partidas globales en las que no es posible identificar los recursos que 
efectivamente se destinan para la atención de la población desplazada. A ello se suman las 
inconsistencias de información encontradas en los presupuestos de las entidades 
territoriales, lo cual dificulta aún más el seguimiento”29.  
 
Por último, es necesario recordar que la prioridad de la asignación presupuestal para la 
política pública de atención a la población desplazada no ha sido precedida de una 
solución al subregistro del desplazamiento. Por lo tanto, sí la estimación del esfuerzo 
presupuestal necesario para garantizar los derechos de las víctimas del desplazamiento se 
realiza tomando como base este sub registro de la población desplazada los recursos 
financieros asignados serán insuficientes. 
 
2.3 Las medidas de prevención de las causas del desplazamiento forzado no se basan en la 
garantía de los derechos humanos 
 
El Representante Especial recomendó evaluar el potencial de riesgo de una situación con 
base en una noción amplia de la protección de la población civil; y otorgar al Sistema de 
Alertas Tempranas SAT de la Defensoría del Pueblo (SAT) el papel principal en las 
recomendaciones de las alertas tempranas.  Igualmente, el Representante recordó la 
obligación de respetar todas las obligaciones del derecho internacional humanitario, en 
particular la neutralidad militar intrínseca de la población civil, abstenerse de ejercer 
presiones sobre ella y evitar colocarla en riesgo como consecuencia del desconocimiento 
del principio de distinción y de la utilización de instalaciones civiles para fines militares30. 
 

                                                        
28

 La ley 1420 de 2010 Por la cual se decreta el Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y Ley de Apropiaciones para 
la vigencia fiscal del 1° de enero al 31 de diciembre de 2011, en su Artículo 62 dispuso que “*l+las entidades responsables 
de la Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia, sectoriales del orden nacional, de que trata la Ley 387 
de 1997, darán prioridad en la ejecución de sus respectivos presupuestos, a la atención de la población desplazada por la 
violencia, en cumplimiento de la Sentencia T-025 de 2004 y de sus Autos de Seguimiento proferidos por la Honorable 
Corte Constitucional. Esta priorización de recursos deberá considerar las acciones diferenciales para sujetos de especial 
protección constitucional”.   
29

 Corte Constitucional, citado supra en Nota 23. 
30

 Naciones Unidas, citado supra en Nota 22, Párr. 75 y 76. 
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A través del auto 008 de 200931, la Corte Constitucional advirtió la ausencia de un sistema 
nacional de prevención del desplazamiento forzado que reúna las siguientes 
características: Funcionamiento en el marco de una política pública de prevención de 
violaciones de derechos humanos;  disponibilidad de recursos que no dependan 
exclusivamente de la cooperación internacional; monitoreo permanente del 
desplazamiento,  el conflicto armado y de otros factores de alteración del orden público y 
de seguridad ciudadana que incidan en el desplazamiento forzado;  superación del análisis 
coyuntural de los informes de riesgo emitidos por el Sistema de Alertas Tempranas de la 
Defensoría del Pueblo –SAT-; permanencia de las medidas de protección a bienes y 
personas por el tiempo que sea; implementación de planes de contingencia cuando el 
riesgo esté relacionado con operaciones legítimas del Estado para el mantenimiento del 
orden público; retroalimentación del sistema de protección de personas desplazadas a 
cargo del Ministerio del Interior y de Justicia; y respuesta oportuna, coordinada y efectiva 
a los informes de riesgo del SAT.  
 
Con relación a la política de prevención del desplazamiento, el gobierno nacional 
solamente ha hecho anuncios de las medidas que adoptaría. En ese sentido, el gobierno 
por medio del Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 creó el Sistema Nacional de 
Derechos Humanos. Dicho sistema estará integrado por las entidades del Estado del orden 
nacional y territorial con competencia en dicha materia; y por los principios, criterios 
orientadores, políticas, planes, programas, proyectos, procesos, procedimientos, 
mecanismos de coordinación nación- territorio, sistema de información y mecanismos de 
seguimiento, monitoreo y evaluación, diseñará y consolidará las políticas públicas 
sectoriales con enfoque de derechos y enfoque diferencial32.  
 
Si bien en el documento Bases del Plan Nacional de Desarrollo se plantea la articulación de 
los diferentes esfuerzos de prevención de los derechos humanos e infracciones al derecho 
humanitario, como el SAT y la política pública de prevención y protección del 
desplazamiento forzado33, el Plan Nacional de Desarrollo 2010 - 201434, no contempla 
ninguna disposición que desarrolle la política de prevención del desplazamiento forzado a 
través del Sistema Nacional de Derechos Humanos.  
 
Ante la gravedad de los vacíos protuberantes en la prevención del desplazamiento y de la 
persistencia del fenómeno, la Corte Constitucional considera que, más allá de la 
elaboración de documentos y la realización de reuniones o la socialización de los 
propósitos, no es posible hacer referencia a la existencia de un sistema nacional de 
prevención del desplazamiento. La Corte también señala que persisten las falencias 

                                                        
31

 Corte Constitucional, auto 008 de 2009, Ref. Persistencia del estado de cosas inconstitucional declarado mediante 
sentencia T-025 de 2004. M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa, enero 26 de 2009. 
32

 Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada – SNAIPD-, Pronunciamiento del gobierno nacional 
sobre la política pública para la población víctima del desplazamiento forzado por la violencia. Bogotá D.C., marzo 16 de 
2011, pág. 35. 
33

 Departamento Nacional de Planeación, Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014: Prosperidad para Todos, 
Bogotá, 2010,  pág. 411. 
34

 Ley 1450 de 2011 Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo, 2010-2014. 
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identificadas  en la sentencia T-025 de 2004 y reiteradas en el auto 008 de 2009, siendo 
evidente la inexistencia de un diálogo constructivo entre las autoridades civiles y la fuerza 
pública que permita formular una política integral de prevención. 
Advierte adicionalmente la Corte que, las omisiones del gobierno en materia de 
protección contra el desplazamiento contrastan con las situaciones que enfrentan los 
pueblos indígenas y comunidades afrocolombianas protegidas por los autos 00435 y 005 
de 200936, las cuales, muestran que su situación de riesgo se ha agravado sin que las 
autoridades hayan  adoptado medidas para la prevención del desplazamiento forzado y de 
otras graves violaciones a los derechos humanos. 
 
2.4 El Estado subestima la magnitud del desplazamiento  
 
Durante su misión a Colombia en 2006, el Representante Especial del Secretario General 
de las Naciones Unidas para los derechos humanos de las personas internamente 
desplazadas advirtió que, entre las falencias del sistema de registro de población 
desplazada se encontraba el hecho de que  la categoría de personas que pueden 
registrarse no tienen en cuenta, por ser demasiado limitada, las complejas causas de los 
desplazamientos en Colombia. En ese sentido, el Representante Especial recomendó al 
Estado colombiano garantizar el registro a “todas las personas desplazadas por las 
acciones de cualquier actor armado por cualquier razón, al igual que los desplazamientos 
intra urbanos, interveredales o al interior de los territorios colectivos”37. 
 
Más adelante, mediante el auto 011 de 200938 la Corte Constitucional identificó las 
falencias del sistema de registro de la población desplazada que causan el subregistro de 
la población39, que han ocasionado la subestimación del universo de víctimas del 
desplazamiento y la denegación del acceso a los programas estatales de atención. Los 
problemas identificados por la Corte son la ausencia de mecanismos para incluir en el 
Registro Único de Población Desplazada –Rupd- a las personas desplazadas antes del año 
2000; los desincentivos para el registro de las personas desplazadas por acciones de 
grupos paramilitares; los obstáculos legales para el registro de personas desplazadas como 
consecuencia de acciones del Estado, como por ejemplo las fumigaciones de cultivos 
ilícitos; y niños y niñas nacidos en hogares desplazados después del registro.  

                                                        
35

 Corte Constitucional, Auto 004 de 2009, Ref.: Protección de los derechos fundamentales de las personas y los pueblos 
indígenas desplazados por el conflicto armado o en riesgo de desplazamiento forzado, en el marco de la superación del 
estado de cosas inconstitucional declarado en la sentencia T-025 de 2004. M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa, Bogotá, 
D.C.,  26 de enero de 2009. 
36

 Corte Constitucional, auto 005 de 2009, Ref.: Protección de los derechos fundamentales de la población 
afrodescendiente víctima del desplazamiento forzado, en el marco del estado de cosas inconstitucional declarado en la 
sentencia T-025 de 2004. M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa. Bogotá, D.C.,  26 de enero de 2009. 
37

 Naciones Unidas, citado supra en Nota 22, Párr. 77.  
38

 Corte Constitucional, auto 011 de 2009. Ref. Sentencia T-025 de 2004 Seguimiento de medidas adoptadas para 
superar el estado de cosas inconstitucional sobre el problema del desplazamiento interno, específicamente respecto de 
las falencias de los sistemas de registro caracterización de la población desplazada. M. P.: Manuel Jose Cépeda Espinosa, 
Bogotá, D.C.,  26 de enero de 2009. 
39

 La Corte en el auto 011 de 2009 señaló que el nivel de subregistro se encuentra  en niveles muy altos, como calculan 
algunos estudios que indican que la población desplazadas efectivamente registradas en el Rupd varía entre 25% y 74% 
dependiendo de la ciudad. 
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Los avances reportados por el gobierno para resolver el grave problema del subregistro de 
la población desplazada no resuelven las dificultades de fondo, ya que se limitan a 
acciones tales como el  diseño y promoción de la cartilla ABC del Registro Único de 
Población Desplazada; la firma digital del funcionario del Ministerio Público que recibe la 
declaración, para mejorar los tiempos de respuesta y agotamiento de la vía gubernativa; la 
celebración de acuerdos interadministrativos entre Acción Social y las personerías, con el 
fin de dotarlas de elementos tecnológicos para la recepción de la declaración; y 
depuración del Rupd, a fin de contar con información relacionada con la situación de 
discapacidad de las personas desplazadas y actualizar, modificar y aclarar las 
inconsistencias encontradas40.  
 
Recientemente, en el auto 219 de 2011 la Corte Constitucional insistió en los serios 
problemas sin resolver que impiden la inscripción de las personas en situación de 
desplazamiento en el Rupd:  
 
- Las personerías municipales y las oficinas de la Defensoría y de la Procuraduría General 
de la Nación adolecen de debilidad institucional y para destinar personal suficiente para la 
toma de declaraciones de la población desplazada41. 
 
- No existe claridad sobre las situaciones y los lineamientos procesales y probatorios que  
Acción Social aplica para determinar la inclusión como persona desplazada y su exclusión 
del registro.  
 
- Persiste un alto porcentaje de decisiones de no inclusión en el registro de declaraciones 
sobre hechos de desplazamiento.  
 
- La Procuraduría General de la Nación señala la ocurrencia de casos de violación del 
derecho al debido proceso, ya que el 25% de los declarantes no incluidos en el Rupd no 
son notificados de esa decisión. Aquellos hogares que no interponen recursos contra la 
decisión de no inclusión en el Rupd, porque no fueron notificados están afectados por un 
vacío de protección. 
 
- Existe información contradictoria acerca de la adopción de correctivos para permitir la 
inclusión en el Rupd de personas desplazadas por la fumigación de cultivos ilícitos y los 
desplazamientos intraurbanos y fronterizos.  
 
Finalmente, la Corte  ha encontrado que persisten las falencias tanto en la recolección 
como en la valoración de la información, así como en la adopción de correctivos al 
problema del subregistro, y considera que el proceso de corrección efectiva de estas 

                                                        
40

 SNAIPD, citado supra en Nota 32, Págs. 327 a 334. 
41

 De conformidad con el Artículo 32 de la ley 387 de 1997, recibirán los beneficios consagrados en dicha ley las personas  
desplazadas que “hayan declarado esos hechos ante la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo, las 
Personerías Municipales o Distritales, o cualquier despacho judicial de acuerdo con el procedimiento de recepción de 
cada entidad”. 
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falencias debe estar terminada en un plazo no mayor a seis meses, contados a partir de la 
comunicación del auto 219, es decir, a partir del 13 de octubre de 2011. 
 
2.5 La población carece de protección durante la situación de desplazamiento 
 
Las víctimas del desplazamiento  afrontan riesgos para su vida e integridad incluso en los 
lugares de asentamiento. Por dicha razón, una década atrás, el Representante Especial 
para las personas internamente desplazadas recordó al Estado colombiano su obligación 
de garantizar “una respuesta eficaz a las amenazas contra la seguridad física de los 
desplazados, sus dirigentes y otras personas que trabajan en su favor”42.  
 
Siete años después del llamado del Representante Especial aún no se habían adoptado 
medidas efectivas de protección durante el desplazamiento, por lo que la Corte 
Constitucional insistió “el derecho a la vida y a la seguridad personal de los líderes y 
representantes de la población desplazada, así como de personas desplazadas en situación 
de riesgo extraordinario, requiere de la adopción de medidas urgentes por parte de las 
autoridades para efectos de garantizar su protección, en el marco del proceso de 
superación del estado de cosas inconstitucional existente en el campo del desplazamiento 
interno en el país y declarado en la sentencia T-025 de 2004”43.     
 
Las recomendaciones y la jurisprudencia constitucional citadas no se han traducido en 
medidas efectivas de protección para las víctimas durante su desplazamiento. Es así como 
en 2010, el gobierno nacional debió admitir que 1.499 personas desplazadas habían sido 
víctimas de homicidio entre enero 2007 y junio de 201044. Sin embargo, el mismo 
gobierno pretendió minimizar la gravedad del riesgo que enfrenta la población desplazada 
con el argumento de que “la tendencia de la relación entre homicidios a personas incluidas 
en el RUPD [Registro Único de Población Desplazada de Acción Social] se ha mantenido 
estable durante los últimos 4 años. Se debe aclarar que estos homicidios no 
necesariamente están directamente relacionados con el evento del desplazamiento”45.  
 
Bajo la misma lógica de desvirtuar la existencia de riesgos para la vida de las personas 
durante su desplazamiento, el gobierno equiparó el índice de homicidios de esta 
población con el índice nacional de homicidios46. 

                                                        
42

 Naciones Unidas, Comisión de Derechos Humanos, 56. º período de sesiones, Informe del Representante del Secretario 
General sobre los desplazados internos. Adición Pautas de los desplazamientos: misión de seguimiento enviada a 
Colombia, E/CN.4/2000/83/Add.1, 11 de enero de 2000, Párr. 118. 
43

 Corte Constitucional, Auto 200 de 2007. Ref.: Sentencia T-025 de 2004 – Protección del derecho a la vida y a la 
seguridad personal de líderes de la población desplazada y personas desplazadas en situación de riesgo. Adopción de 
medidas de protección de los derechos a la vida y a la seguridad personal de algunos líderes de la población desplazada y 
ciertas personas desplazadas en situación de riesgo. M. P.: Manuel José Cepeda Espinosa, Bogotá, D.C.,  agosto 13 de 
2007. 
44

 Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada - SNAIPD -, Informe del Gobierno Nacional a la Corte 
Constitucional sobre la superación del estado de cosas inconstitucional declarado mediante la sentencia T-025 de 2004, 
Bogotá D.C., julio 1 de 2010, pág. 131. 
45

 Ibídem. 
46

 ibídem, pág. 132. 
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Por su parte, la Alta Comisionada de Naciones Unidas –Acnudh- en su informe de 
correspondiente a 2010 consideró “[e]specialmente preocupantes son los homicidios, 
amenazas y acosos contra quienes trabajan por los derechos de las personas desplazadas, 
especialmente lideresas de grupos de mujeres, y por la restitución de tierras, en particular 
en Cauca, Sucre y Urabá. Los asesinatos de Rogelio Martínez, Alexánder Quintero y Óscar 
Maussa, quienes trabajaban en casos de restitución, estaban amenazados y contaban con 
medidas de protección, ilustran esta situación”47. Asimismo, la Acnudh señaló que “los 
programas de protección requieren una reforma que permita mayor flexibilidad y 
efectividad e incluir a funcionarios y funcionarias públicos, como el personal del SAT o los 
involucrados en los procesos de restitución de tierras”48.  Por consiguiente, la misma 
Acnudh urgió al Estado a diseñar e implementar mecanismos de prevención y protección 
de la vida e integridad personal de las personas desplazadas. 
 
Sin embargo, las omisiones estatales en materia de protección durante el desplazamiento 
han sido nuevamente evidenciadas por la Corte Constitucional, que  ha concluido a través 
del auto 219 de 2011 que aún no se ha dado cabal cumplimiento a las medidas ordenadas 
en el auto 200 de 2007. 
 
2.6 No existen garantías para el retorno, el reasentamiento y la reintegración de las 
víctimas del desplazamiento 
 
En su informe de misión a Colombia el Representante Especial precisó que, para elegir 
entre las opciones de retornar, reubicarse o integrase en el lugar de asentamiento o 
reubicarse, las personas desplazadas deben tener acceso a la información sobre la 
situación en los lugares de su elección. Asimismo, el Representante recordó que las 
soluciones duraderas comprenden como mínimo seguridad y protección, la restitución de 
los bienes o el acceso a ellos, y un entorno que les permita vivir en condiciones normales, 
en particular acceso a infraestructuras y servicios básicos, como agua, escuelas y servicios 
de salud, así como oportunidades económicas y medios de vida dignos. El Representante 
subrayó también la necesidad de mantener consultas estrechas con los interesados en las 
soluciones duraderas al desplazamiento49. 
 
En la misma dirección, la Corte Constitucional reiteró en 2009 que “el retorno de los 
desplazados debe cumplirse de acuerdo a los criterios de seguridad, voluntariedad y 
dignidad descritos en varias providencias anteriores”50. Adicionalmente, la Corte observó 
la inexistencia de alternativas diferentes al retorno, ya que “no existe un desarrollo 
integral del componente de reubicación de la población desplazada como alternativa al 
retorno. Hasta ahora se han desarrollado algunos los componentes de la reubicación para 

                                                        
47

 Naciones Unidas, Consejo de Derechos Humanos, 16. º período de sesiones, Informe de la Alta Comisionada de las 
Naciones Unidas  para los Derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos en Colombia A/HRC/16/22,  
febrero 3 de 2011, Párr. 11.  
48

 Ibídem, Párr. 15. 
49

 Naciones Unidas, citado supra en Nota 22, Párr. 59. 
50

 Corte Constitucional, citado supra en Nota 32. 
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casos puntuales, principalmente a través de la entrega de tierras para el desarrollo de 
proyectos productivos frente a los cuales se han presentado problemas con la aplicación de 
los principios de voluntariedad, dignidad y seguridad. Lo anterior evidencia la necesidad de 
adoptar correctivos importantes para que cuando se den los supuestos para un retorno o 
una reubicación en condiciones de seguridad, voluntariedad y dignidad, la política estatal 
cuente con las herramientas necesarias para garantizar la sostenibilidad del proceso”51. 
 
Un estudio de University of London acerca de los retornos de población desplazada en 
Colombia,  ha identificado las falencias de seguridad de dichos procesos. Según el estudio, 
generalmente los lugares de retorno son rurales, geográficamente remotos y de difícil 
acceso, en zonas donde, en muchos casos, los grupos guerrilleros y paramilitares  
continúan operando. Con respecto a las condiciones de seguridad de los retornos, dicho 
estudio evidenció que mientras que la fuerza pública había logrado consolidar control en 
zonas urbanas y en los puntos de alto tránsito, los grupos guerrilleros continúan operando 
en zonas rurales, en donde la confrontación se ha concentrado52. Además, estos grupos 
tienen una actitud adversa a los retornos cuando son acompañados por la Fuerza Pública.   
 
La investigación mencionada concluye que la estrategia de acompañamiento de la fuerza 
pública ha resultado inefectiva y muy riesgosa para las personas que han retornado, 
puesto que una vez retirada la presencia militar los grupos guerrilleros regresan a estas 
zonas, en donde la población  queda expuesta al riesgo por haber sido involucradas en el 
conflicto armado por la fuerza pública53.  
 
Desde hace años, muchas comunidades que han retornado colectivamente, o que resisten 
al desplazamiento en su territorio, recurren a la estrategia mediante la cual reivindican su 
derecho como civiles a no colaborar con ninguna de las partes armadas. Por esta razón, el 
Representante Especial había recomendado a todas las partes del conflicto armado 
respetar “las políticas adoptadas por las comunidades que desean permanecer neutrales 
en el conflicto armado, como medio de protegerlas contra la violencia”54. 
 
Pese a la existencia de las recomendaciones internacionales y de la jurisprudencia 
constitucional, la población desplazada no dispone de condiciones de voluntariedad, 
dignidad y seguridad para retornar. 
 
Aunque el Principio Rector de los Desplazamientos Internos n.° 15 reconoce que las 
personas desplazadas tienen derecho a la protección contra el retorno y el 
reasentamiento forzados55, en Colombia las garantías para los derechos a la vida y la 
integridad personal no son el elemento principal de la valoración de las condiciones de 
seguridad para los retornos. Por el contrario, en el marco de la política de “seguridad 
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 Ibídem. 
52

 Cantor, David James, Estrategias para manejar la inseguridad: el retorno de los desplazados en Colombia, pág. 10. 
53

 Ibídem, págs. 11 a 13. 
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 Naciones Unidas, citado supra en Nota 22, Párr. 76. 
55

 Naciones Unidas, citado supra en Nota 3, Principio n.° 15. 



 

18 
 

democrática” las operaciones militares contra los grupos guerrilleros y la presencia de la 
misma Fuerza Pública han sido consideradas como el medio para garantizar las 
condiciones de seguridad de los retornos. En esa lógica, los retornos basados en el 
acompañamiento de la Fuerza Pública resultan funcionales a la estrategia de recuperación 
social del territorio de la política de “seguridad democrática”56 y su versión actualizada, la 
“Política Integral de Seguridad y Defensa para la Prosperidad”57. 
 
La Corte Constitucional ha señalado los principales aspectos críticos con relación a los 
procesos de retorno y reubicación, los cuales no han sido debidamente rectificados 
durante el gobierno del presidente Santos. En el auto 383 de 2010, la Corte advirtió que 
los procesos de retorno y reubicación todavía no cumplían con las condiciones de 
voluntariedad, seguridad y dignidad que deberían, conforme a las normas nacionales y los 
Principios Rectores de los Desplazamientos Internos58. 
 

                                                        
56

 La Recuperación Social del Territorio tiene el objetivo de “contribuir a la consolidación del Estado Social de Derecho en 
aquellas zonas del país en donde la presencia del Estado ha sido históricamente débil o  inexistente”. Persigue cuatro 
metas: Aumento de cobertura en los servicios básicos de salud y educación hasta alcanzar, por lo menos ,los niveles 
nacionales; reducción de los hechos de violencia a los promedios nacionales; implementación de acciones y proyectos 
que apalanquen la reactivación económica;  y construcción y afianzamiento de la gobernabilidad. La acción interagencial 
coordinada se materializa con la puesta en marcha del Centro de Coordinación de Acción Integral –CCAI-, conformado 
por 14 entidades del Estado, entre las cuales se encuentran el Ministerio de Defensa, el Comando General de las Fuerzas 
Militares, la Policía Nacional y Acción Social. El CCAI desarrolla acciones de tipo económico y social para complementar la 
Política de Defensa y Seguridad Democrática en el marco de la Recuperación Social del Territorio. En el artículo titulado: 
“A new weapon against Colombias rebels. Government Bringing Social Programs to Long-Neglected Regions in Bid to 
Establish a State Presence”, publicado el 10 de julio de 2007 en el Washington Post,  el entonces Ministro de Defensa y 
actual presidente de la República  Juan Manuel Santos presentó la Doctrina de Acción Integral como una estrategia 
nueva de su ministerio. “Tenemos que ir a las zonas más apartadas donde hay narcotráfico, grupos ilegales y pobreza. 
Ahora alinearemos nuestros esfuerzos de modo que lo permita al Estado de ir y limpiar y después mantener estas zonas –
lo que los militares llaman ‘limpiar y mantener’ Y el aspecto de ‘mantener’ tiene que ver con la presencia del Estado, de 
instituciones diferentes a los militares. Vamos con brigadas de médicos, profesores, el sistema de justicia.” La directiva 
presidencial 01 de 2009 emitió las directrices generales para llevar a cabo la Doctrina de Acción Integral a través del Plan 
Nacional de Consolidación Sostenible, el cual hace referencia a un proceso coordinado, progresivo e irreversible, por 
medio del cual se busca afianzar la articulación de los esfuerzos estatales civiles y militares para garantizar de manera 
sostenible un ambiente de seguridad y paz. Como parte integral de la política de Seguridad Democrática, las acciones de 
recuperación social del territorio involucran a la población civil en el conflicto armado, contrariamente al principio de 
distinción entre civiles y militares. 
57

 La Política Integral de Seguridad y Defensa para la Prosperidad busca “alcanzar condiciones de seguridad óptimas para 
garantizar la prosperidad democrática y el progreso nacional”. El segundo objetivo sectorial de dicha política 
(“Desarticular los grupos al margen de la ley y crear condiciones suficientes de seguridad para la consolidación”) incluye 
la estrategia de fortalecimiento de la “Acción integral” mediante un “plan estratégico de acción integral que será 
liderado en las zonas rojas por las Fuerzas Militares plan estratégico de acción integral, que será liderado en las zonas 
rojas por las Fuerzas Militares, para llevar irreversiblemente la presencia del Estado, proteger la población y aislarla de la 
influencia de actores violentos. En las zonas amarillas de seguridad, ya recuperadas, se aplicará la política de 
consolidación, liderada por la Presidencia de la República, obedeciendo a la lógica estratégica de crear gobernabilidad 
democrática para consolidar la Seguridad”. Ver al respecto: Ministerio de Defensa Nacional, Política Integral de 
Seguridad y Defensa para la Prosperidad,  mayo de 2011. Disponible en http:/ 
/www.fac.mil.co/recursos_user/documentos/Politica.pdf 
58

 Corte Constitucional, auto 383 de 2010 Ref.: Sentencia T-025 de 2004 y autos 177 de 2005, 218 y 266 de 2006, 052 de 
2008, 007, 008 y 314 de 2009. Coordinación de la política pública de atención a la población desplazada de las entidades 
territoriales y nacionales en el marco de la sentencia T-025 de 2004 y sus autos de cumplimiento. M.P.: Luis Ernesto 
Vargas Silva, Bogotá, diciembre 19 de 2010. 
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De la misma manera, en el auto 385, la Corte observó que “en algunos casos las entidades 
del Estado han promovido el retorno de familias en condición de desplazamiento a lugares 
que continúan en conflicto, o en las cuales todavía son activos los fenómenos de violencia 
que causaron el desplazamiento, además que no se han aplicado los programas de 
reactivación económica, ni proporcionado los elementos que permitan que las 
comunidades que intentan volver a sus lugares de origen puedan sobrevivir de manera 
autónoma, por lo que los esfuerzos de retorno auspiciados por el gobierno no proveen los 
elementos de consolidación socioeconómica necesarios”59.  
 
A pesar de las anteriores advertencias, no se han adoptado las medidas necesarias para   
que los retornos y reubicaciones se implementen de conformidad con las condiciones 
establecidas por los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos. Así lo subraya la 
Corte Constitucional en el auto 219 de 2011 al señalar que el Protocolo de Retornos60 
continúa sin ser implementado. Nuevamente la Corte llama la atención ante el hecho de 
que “los retornos y reubicaciones de la población desplazada se sigan dando sin las 
condiciones mínimas de seguridad, voluntariedad y dignidad y sin el acompañamiento de 
proyectos que garanticen una estabilización socioeconómica en el sitio al que se retorna, o 
se reubica, y sin condiciones que garanticen la sostenibilidad del proceso de retorno o 
reubicación de tal forma que no se exponga a la población a nuevas situaciones de 
desplazamiento”61.  
 
En el mismo sentido, la Corte ha señalado que la Procuraduría General de la Nación 
también ha llamado la atención sobre la realización de retornos sin el cumplimiento de  
condiciones de voluntariedad y seguridad y dignidad, y ha expresado su preocupación 
ante la inexistencia de información que permita evaluar las mencionadas condiciones en 
que se han desarrollado los retornos que el gobierno ha reportado en sus informes de los 
dos últimos años. En consecuencia, el Alto Tribunal solicitó al director de Acción Social 
rendición de cuentas acerca de los de los 455 casos de retorno reportados por el gobierno 
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 Corte Constitucional, auto 385 de 2010. Ref. Solicitud pronunciamiento del Gobierno Nacional frente al informe de 
cumplimiento entregado el 1 de julio de 2010, en el marco del seguimiento a la Sentencia T-025 de 2004 y sus Autos de 
cumplimiento. M.P.: Luis Ernesto Vargas Silva, Bogotá, D.C., diciembre 10 de 2010. 
60

 De conformidad con el documento Política Público de Retorno para la Población en situación de desplazamiento, el 
Protocolo de Retornos es “la guía conceptual, metodológica y procedimental que hace parte de la PPR y orienta a las 
entidades del Sistema Nacional de Atención a Población Desplazada –SNAIPD en el desarrollo de procesos de retorno, 
sean estos colectivos y/o familiares, y la intervención en retornos voluntarios adelantados por las comunidades sin el 
acompañamiento institucional. El Protocolo estandariza procesos, define las fases del retorno, determina los elementos 
que de acuerdo a su ejecución permitirán garantizar el goce efectivo de derechos de la PSD, y asigna responsabilidades 
teniendo en cuenta las necesidades identificadas en la población a partir de los Planes de Retorno elaborados de manera 
participativa con la comunidad”. Ver al respecto: Acción Social; Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural; 
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial; Ministerio de Educación; Ministerio de la Protección Social; 
Servicio Nacional de Aprendizaje; Instituto Colombiano de Bienestar Familiar; Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo, Política pública de retorno para la población en situación de desplazamiento (PPR), Lineamientos, Metodología 
e Instrumentalización de la Política Pública de Retorno para la Población en Situación de Desplazamiento, octubre de 
2009, Págs. 6 y 7.   
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 Corte Constitucional, citado supra en Nota 23. 
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entre 2008 y 2011, a la vez que solicitó a la Procuraduría y la Defensoría del Pueblo que 
aporten información sobre dichos casos62.  
 
No obstante, sin tomar en cuenta la ausencia de condiciones de voluntariedad, seguridad 
y dignidad de los retornos, en el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 el gobierno 
incorporó los retornos y reubicaciones como marco en el que busca determinar los 
criterios para la superación de la vulnerabilidad ocasionada por el desplazamiento forzado 
por la violencia63, es decir para la cesación de la condición de persona desplazada y de la 
responsabilidad estatal de atención y protección. Como se expondrá más adelante en el 
presente documento, los retornos también fueron incorporados en la ley de víctimas y 
restitución de tierras. 
 
2.7 Las falencias en la política de tierras para la población desplazada no han sido 
solucionadas 
 
La magnitud del abandono y despojo de tierras asociadas al desplazamiento, estimado en 
más de 8 millones de has abandonadas y 280.000 predios64, requiere de una acción estatal 
decidida en materia de protección y restitución. Por tal razón la Corte Constitucional ha 
insistido sobre  las notables falencias en la política de atención a la población desplazada  
con respecto a los derechos a la  tierra, lo mismo que en lo relativo a la vivienda, la 
generación de ingresos y los derechos a la verdad, la justicia y la reparación. Mediante el 
auto 008 de 2009, la Corte ordenó reformular las políticas de vivienda y, tierras,  para la 
población desplazada; y formular una política de garantía a los derechos a la verdad, a la 
justicia, a la reparación y la no repetición de la población para corregir los vacíos 
protuberantes en la materia65.  
 
Transcurridos dos años desde la emisión de las órdenes mencionadas anteriormente, la 
Corte señala que persisten en la política pública de atención a la población desplazada los 
notables rezagos en materia de generación de ingresos, vivienda tierras y, además del 
derecho a la alimentación66.  
 
Con relación a los vacíos en la garantía de derechos de las víctimas del desplazamiento a la 
verdad, la justicia y la reparación, la Corte ordenó al Fiscal General de la Nación presentar 
un informe de “resultados de las estrategias y mecanismos adoptados a efectos de evitar 
la impunidad de las conductas delictivas de las cuales ha sido víctima la población 
desplazada”67. También ordenó a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura un informe de resultados de los mecanismos diseñados para “la redistribución 
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 Ibídem. 
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 Ley 1450 de 2011, citado supra en Nota 34, Artículo 182. 
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 Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Proyecto de Protección de Tierras y 
Patrimonio de la Población Desplazada, Unidades Agrícolas Familiares, tenencia y abandono forzado de tierras en 
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de asuntos civiles, administrativos, agrarios, penales, o de otro tipo, adelantados por 
víctimas de desplazamiento forzado interno para garantizar la protección efectiva de sus 
derechos, y permitir el establecimiento de la verdad por hechos relacionados con el 
desplazamiento forzado interno a través de procesos administrativos, civiles o agrarios, sin 
circunscribir tal esclarecimiento al ámbito penal”68. 
 
3. Las medidas de protección durante el desplazamiento no son efectivas 
 
Tal como se anotó en una sección anterior del presente informe, en su misión a Colombia 
de 1999, el Representante Especial del Secretario General para la cuestión de las personas 
internamente desplazadas instó al Estado a garantizar una respuesta eficaz a las amenazas 
contra la seguridad física de las víctimas del desplazamiento, sus líderes y otras personas 
que trabajan en su favor.  
 
Sin embargo, las medidas adoptadas no han sido eficaces para prevenir los múltiples 
factores de riesgo durante el desplazamiento. No obstante, el mismo gobierno ha insistido 
en relativizar la gravedad del riesgo y las necesidades de protección de las personas 
desplazadas. Los reportes gubernamentales sostienen sin mayor preocupación que las 
cifras sobre homicidios de personas desplazadas del Instituto Nacional de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses y la Fiscalía General de la Nación indican que estos hechos no se 
encuentran directamente relacionados con el delito del desplazamiento y/o que no se ha 
establecido el nexo causal entre la conducta punible y la condición de personas víctimas 
del desplazamiento forzado por la violencia69. 
 
En el contexto colombiano de conflicto armado interno y graves violaciones a los derechos 
humanos el riesgo durante el desplazamiento es de una gravedad inocultable. Así lo 
demuestra la elevada cifra de 1.499 homicidios perpetrados contra personas desplazadas 
enero 2007 y junio de 2010 admitida por el gobierno70.  
 
Por su parte la CCJ registró que entre el 1° de enero de 2007 y 31 de agosto de 2011, por 
lo menos 267 personas en situación de desplazamiento forzado fueron víctimas de 
violaciones al derecho a la vida71, de las cuales 262 fueron asesinadas y cinco (5) fueron 
desaparecidas forzadamente sin que hasta el momento se conozca su paradero. Del total 
de víctimas en las que se conoce el sexo (252), se sabe que 34 eran mujeres.  
 
En los casos en los que se conoce el presunto autor genérico de las violaciones (101 
víctimas), el 74,26% de los casos se atribuyeron a responsabilidad del Estado: por 
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 Ibídem. 
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 Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada - SNAIPD -, citado supra en Nota 44, pág. 381. 
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 Ibídem. 
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 El monitoreo a las violaciones contra el derecho a la vida de las víctimas del desplazamiento forzado ha sido 
desarrollado en el marco del Convenio de Cooperación que la oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
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favor de las personas desplazadas y la promoción de la atención necesaria para dicha población. 
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perpetración directa de agentes estatales, el 15,84% (16 víctimas); y por tolerancia o 
apoyo a las violaciones cometidas por paramilitares el 58,42% (59 víctimas). A las 
guerrillas se les atribuyó la autoría del 25,74% de los casos (26 víctimas). Del total de las 
violaciones registradas, 38 personas perdieron la vida en 7 hechos constitutivos de 
masacre. 
 
Tal como se puede observar en el gráfico que se presenta al final de la presente sección,  
la re-victimización sobre la población desplazada es crítica, como lo refleja el registro 
persistente y continuo de homicidios y desapariciones forzadas en su contra, con 
aumentos reveladores de los registros de tales violaciones en el primer semestre de 2009, 
en el que al menos 50 personas en situación de desplazamiento sufrieron esta situación. 
Tales niveles de registro de violencia letal se incrementaron nuevamente durante el 
primer semestre de 2011 en cerca del 80% respecto del semestre inmediatamente 
anterior. 
 
Gráfico. Violaciones al derecho a la vida contra personas en situación de desplazamiento observadas por 
semestre.  
1

er
 semestre de 2007 a 2

do
 semestre de 2011. 

 
 
Se puede concluir que no ha sido superada la situación de riesgo advertida primero por el 
Representante Especial y, años después, por la Corte Constitucional. Por tanto, el derecho 
a la vida de la población desplazada en Colombia continúa enfrentando serios riesgos, los 
cuales que no han sido enfrentados mediante medidas efectivas por parte del Estado que 
tengan como base un  análisis integral de los factores de riesgo que  abarque los que se 
derivan de la persistencia de los grupos paramilitares y del conflicto armado; que 
prevengan los señalamientos y acusaciones de funcionarios públicos contra las personas y 
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comunidades desplazadas, al igual que el desarrollo de las acciones que promueven el 
involucramiento de la población en el conflicto armado, bien sea durante el 
desplazamiento o en los procesos de retorno y reasentamiento. Este último factor de 
riesgo tiene particular importancia en el marco de los procesos de restitución de tierras. 
 
4. La Ley de Víctimas y Restitución de Tierras debe ser implementada de conformidad 
con los instrumentos internacionales de derechos humanos 
 
La reciente aprobación de la ley 1448 de 2011 “Por la cual se dictan medidas de atención, 
asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan 
otras disposiciones” ha generado grandes expectativas en las víctimas  y la comunidad 
internacional.  
 
La Ley de Víctimas es resultado de las legítimas reclamaciones de las víctimas, entre ellas  
las personas desplazadas quienes, además de la múltiple violación a sus derechos 
humanos han sido despojadas de sus bienes o se han visto obligados a abandonarlos.  
 
Asimismo, la ley hace eco de la jurisprudencia de la Corte Constitucional72 y de los 
reiterados llamados de atención de los órganos internacionales de derechos humanos al 
Estado colombiano en materia de desplazamiento73 . En tal sentido, la aprobación de la 
ley hace parte los pasos iniciales en el cumplimiento de las obligaciones estatales con las 
víctimas y la aplicación de las recomendaciones de los órganos internacionales de 
protección de los derechos humanos74.  Sobresale la vigencia que mantienen  las 
recomendaciones presentadas al Estado en 2007 por el Alto Comisionado de las Naciones 
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 En la sentencia T-025 de 2004 y sus autos de seguimiento la Corte se ha ocupado de gran parte de los derechos de las 
víctimas del desplazamiento y de las respectivas obligaciones estatales. De manera más específica, en la sentencia T-821 
de 2007 la Corte abordó el derecho a la reparación y ordenó  a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la 
Cooperación Internacional y a la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación cumplir con la obligación de 
establecer las políticas, los planes y procedimientos destinados a lograr la satisfacción efectiva del derecho a la 
restitución de los bienes de los cuales han sido despojadas las personas desplazadas. 
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 En el informe de su segunda misión a Colombia, realizada en 1.999, el Representante de las Naciones Unidas para las 
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narcotraficantes y empresas privadas que desarrollan proyectos en gran escala para la explotación de los recursos 
naturales”. En dicho informe, el Representante catalogó el desplazamiento forzado como "medio para adquirir tierras en 
beneficio de los grandes terratenientes, narcotraficantes y empresas privadas que elaboran proyectos en gran escala 
para la explotación de los recursos naturales". Ver el Informe del Representante Especial del Secretario General sobre la 
cuestión de los desplazados internos. Misión de seguimiento enviada a Colombia, E/CN.4/2000/83/Add.1, enero 11 de 
2000.  
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 Diversos órganos de protección de los derechos humanos se han ocupado de la cuestión del despojo de las tierras y 
del  derecho de las víctimas a la restitución de sus bienes. Por ejemplo, en desarrollo del Examen Periódico Universal, el 
Consejo de Derechos Humanos señaló numerosos aspectos de preocupación en la evaluación de la situación de 
Colombia, entre los que se cuentan el desplazamiento forzado, las violaciones a los derechos de las personas 
desplazadas y el despojo de sus propiedades y posesiones. Ver el Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen 
Periódico Universal, Colombia, A/HRC/10/82, 9 de enero de 2009. 
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Unidas para los Refugiados –Acnur- con relación  víctimas del desplazamiento forzado en 
Colombia75:  
 
a. Otorgar prioridad a programas de protección para las personas desplazadas que acuden 
a la justicia en busca de la satisfacción de sus derechos a la verdad, la justicia y la 
reparación. 
 
b. Aplicar los mecanismos de protección de los derechos colectivos de pueblos indígenas y 
comunidades afrocolombianas sobre sus territorios, y promover la aplicación de los 
Principios de Naciones Unidas para la restitución de los bienes y el patrimonio de los 
refugiados y las personas desplazadas. 
 
c. Priorizar la alternativa de la restitución de las tierras y las viviendas de las que fueron 
despojadas las personas desplazadas y la recuperación de los bienes que tuvieron que 
abandonar en su huída. 
 
4.1 La Ley de Víctimas hace un extenso reconocimiento de los derechos humanos 
 
La ley 1448 de 2011 hace un reconocimiento del contenido del derecho de las víctimas de 
violaciones de derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario a la 
reparación integral en sus componentes: restitución, indemnización, rehabilitación, 
satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, 
material, moral y simbólica76. El objeto de dicha ley es establecer un conjunto de medidas 
judiciales, administrativas, sociales y económicas, individuales y colectivas, en beneficio de 
las víctimas, dentro de un marco de justicia transicional, que posibiliten hacer efectivo el 
goce de sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación con garantía de no repetición, 
de modo que se reconozca su condición de víctimas y se dignifique a través de la 
materialización de sus derechos constitucionales (Artículo 3).  
 
La ley establece como guía para la realización de los derechos de las víctimas son los 
tratados internacionales77 y la interpretación más favorable a la dignidad de la persona 
humana. Además, en sus Principios Generales la Ley de Víctimas incluyó el enfoque 
diferencial. Por tanto, la ley reconoce la existencia de poblaciones con características 
particulares en razón de su edad, género, orientación sexual y situación de discapacidad, 
que justifican medidas diferenciales de ayuda humanitaria, atención, asistencia y 
reparación. Por lo tanto, la ley establece que el Estado ofrecerá especiales garantías y 
medidas de protección a los grupos expuestos a mayor riesgo de las violaciones tales 
como mujeres, jóvenes, niños y niñas, adultos mayores, personas en situación de 
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 Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados .Acnur-, Balance de la Política Pública para la Atención 
Integral del Desplazamiento Forzado en Colombia Enero 2004 – abril 2007, Bogotá D.C., agosto de 2007, pág. 39. 
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 Ley 1448 de 2011 “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del 
conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones”, citado supra en Nota 8. 
77

 En su Artículo 27 la ley 1448 establece que en su aplicación “prevalecerá lo establecido en los tratados y convenios 
internacionales ratificados por Colombia sobre Derecho Internacional Humanitario y Derechos Humanos que prohíban su 
limitación durante los estados de excepción, por formar parte del bloque de constitucionalidad”.  
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discapacidad, campesinos, líderes sociales, miembros de organizaciones sindicales, 
defensores de derechos humanos y víctimas de desplazamiento forzado. De acuerdo con 
la ley, el Estado realizará esfuerzos encaminados a que las medidas de atención, asistencia 
y reparación contribuyan a la eliminación de los esquemas de discriminación y 
marginación que pudieron ser la causa de los hechos victimizantes (Artículo 13). 
 
Para implementar las medidas mencionadas, la ley crea una compleja institucionalidad: un 
Sistema Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas (Artículos 159 a 162), que 
incluye una Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas, adscrita a la Presidencia de la República (que reemplaza a la Comisión Nacional 
de Reparación). En el término de un año esta Unidad debe adoptar un Plan Nacional para 
la Atención y Reparación Integral a las Víctimas ((Artículos 175 y 176), que incluya un 
Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral a las Víctimas (Artículos 137 y 138) y un 
Programa de Reparación Colectiva (Artículos 151 y 152). 
 
La ley también crea una Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de 
Tierras Despojadas, adscrita al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural (Artículos 103 a 
110), al igual que un procedimiento judicial abreviado ante jueces de circuito y 
magistrados de tribunal, especializados en restitución de tierras, con presunciones de 
despojo e inversión de la carga de la prueba a favor de las víctimas (Artículo 77).  
 
4.2 La Ley de Víctimas se limitó a la restitución de tierras, excluyendo el derecho a la 
restitución de las viviendas y el patrimonio 
 
La Ley de Víctimas no contempla la restitución de las viviendas, la infraestructura física y la 
maquinaria, los cultivos, el ganado y los equipos, lo que significa un desconocimiento del 
derecho de las persona desplazadas y refugiadas “a que se les restituyan las viviendas, las 
tierras y el patrimonio de que hayan sido privados arbitraria o ilegalmente o a que se les 
indemnice por cualquier vivienda, tierra o bien cuya restitución sea considerada de hecho 
imposible por un tribunal independiente e imparcial”, según lo establecen los Principios 
sobre la restitución de las viviendas y el patrimonio de los refugiados y las personas 
desplazadas78. 
 
4.3 La Ley de Víctimas adopta algunas medidas que reconocen los derechos de las mujeres 
a la restitución de la tierra  
 
La ley contempla normas para la atención preferencial a las mujeres en los trámites 
administrativos y judiciales de restitución de tierras mediante ventanillas de atención 
preferencial, personal capacitado en temas de género, prelación a las solicitudes de 
mujeres cabeza de familia y medidas para favorecer el acceso de las organizaciones o 
redes de mujeres a procesos de reparación (Artículo 114); atención preferencial  para 
mujeres y madres cabeza de familia en los procesos de restitución  (Artículo 115); y 
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 Naciones Unidas, citado supra en Nota 4, Principio n.° 2. 
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especial colaboración de las autoridades de policía o militares para velar por la entrega 
oportuna del predio y para procurar mantener las condiciones de seguridad que le 
permitan usufructuar su propiedad. Asimismo, la ley otorga prioridad a las mujeres a 
quienes se les restituya la tierra (Artículo 117) en la aplicación de los beneficios de la ley 
731 de 200279. En ese sentido, la ley dispone que en la sentencia el juez o magistrado 
ordenará que la restitución y la compensación se efectúen a favor de los dos cónyuges. En 
el mismo sentido, la ley 1448 ordena a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos 
registrar el predio restituido a nombre de los dos cónyuges (Artículo 118). 
 
La reglamentación de la ley, el gobierno debería reforzar medidas con enfoque diferencial 
que desarrollen las anteriores medidas. Igualmente la reglamentación debe velar por que 
se garantice la autonomía de las mujeres en las decisiones relativas a la restitución de sus 
bienes, especialmente en caso de parejas separadas. 
 
Asimismo, en la reglamentación debe considerarse que la misma Ley de Víctimas, en su 
Capítulo X relativo a las Garantías de No Repetición, contempla la prevención de 
violaciones a los derechos humanos contempladas en su Artículo 3, para lo cual ofrecerá 
especiales medidas de prevención a los grupos expuestos a mayor riesgo, entre los que se 
encuentran las mujeres y las víctimas de desplazamiento forzado, que propendan superar 
estereotipos que favorecen la discriminación, en especial contra la mujer y la violencia 
contra ella en el marco del conflicto armado (Artículo 149) .  
 
En el mismo sentido, la reglamentación de la ley en lo relativo a la restitución de las tierras 
las mujeres,  debe realizarse de conformidad con el derecho de toda a una vida libre de 
violencia, tanto en el ámbito público como en el privado, y los demás derechos 
reconocidos en la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer80.  
 

                                                        
79

 La ley 731 de 2002 Por la cual se dictan normas para favorecer a las mujeres rurales contempla medidas específicas 
para promover acelerar la equidad entre el hombre y la mujer rural, relacionadas con el acceso  a los proyectos y 
programas del sector rural; la creación de líneas de crédito con tasa preferencial y del Fondo de Fomento para las 
Mujeres Rurales – Fommur- para apoyar proyectos orientados a la incorporación de las mujeres rurales y sus 
organizaciones dentro de la política económica y social del país; la promoción de un servicio de educación campesina 
que amplíe la formación técnica de los hombres y mujeres rurales; el acceso sin discriminación a los cursos de 
capacitación técnica del Servicio Nacional de Aprendizaje –SENA-; la titulación de predios de reforma agraria a nombre 
de la cónyuge o compañera  permanente en estado de abandono, al igual que  acceso preferencial a la tierra para 
mujeres cabeza de familia o mujeres en una situación desprotegida; la prelación a la mujer cabeza de familia en la 
asignación de subsidios familiares de vivienda de interés social rural; y la igualdad de condiciones laborales y aplicación 
del principio de igual remuneración para trabajo igual, ampliación de los registros estadísticos sobre la condición de la 
mujer rural y de indicadores de evaluación de las políticas, planes, programas y proyectos del sector rural discriminados 
por hombre y mujer; y jornadas de expedición de cédula de ciudadanía a mujeres, entre otras. Lamentablemente la ley 
731 no ha sido completamente reglamentada y ha carecido de los recursos presupuestales necesarios para su 
implementación. Ver al respecto: Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, Mujeres Rurales Gestoras de 
Esperanza, Cuaderno del Informe de Desarrollo Humano Colombia 2011, Bogotá, Colombia, noviembre de 2011, pág. 69.   
80

 Organización de Estados Americanos, Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer, "Convención de Belem do Para”, Adoptada y abierta a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea 
General de la Organización de Estados Americanos, en su vigésimo cuarto periodo ordinario de sesiones, del 9 de junio 
de 1994, en Belem do Para, Brasil, Artículos 4, 5 y 6. 
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4.4 Las víctimas de los desplazamientos ocasionados en disturbios, tensiones interiores y 
situaciones de violencia generalizada fueron excluidas de los beneficios de la ley de 1448  
 
En su Artículo 3, la ley 1448 considera víctimas a aquellas personas que individual o 
colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1º enero de 1985, 
como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones 
graves y manifiestas a las normas Internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con 
ocasión del conflicto armado interno.  
 
El reconocimiento de la condición de víctimas a las personas desplazadas es un avance 
significativo en materia legislativa, puesto que en la reglamentación e implementación de 
la anteriormente citada ley 387 de 1997 condujo a que esta población recibiera asistencia 
a través de los programas sociales diseñados para asistir a poblaciones en condiciones de 
pobreza, sin haberse creado programas específicos para particularidades de las víctimas 
de dicho fenómeno, afectadas una violación múltiple de sus derechos. 
 
Pero la ley 1448 redujo el campo de la definición de la condición de persona desplazada, 
pues establece que “es víctima del desplazamiento forzado toda persona que se ha visto 
forzada a migrar dentro del territorio nacional, abandonando su localidad de residencia o 
actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o 
libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas, con 
ocasión de las violaciones a las que se refiere el artículo 3° de la presente Ley” (Artículo 
60). Esta definición de víctima del desplazamiento restringe el universo de víctimas, ya 
que excluye a aquellas las personas obligadas a  desplazarse con ocasión de “disturbios, 
tensiones interiores y violencia generalizada”, que se encontraban abarcadas  en la 
definición de la condición “desplazado” contenida en la ley 387 de 199781.  
 
4.5 La Ley de Víctimas no garantiza los derechos de los arrendatarios, aparceros y 
tenedores de tierras 

La Ley de Víctimas contempla la restitución de las tierras de propietarios o poseedores y 
los explotadores económicos de baldíos (Arts. 74 a 91). Sin embargo, sí la víctima era 
arrendataria, aparcera o tenedora en cualquier otra forma, no podrá lograr a través de 
esta ley la restitución de su tierra, lo que implicaría que a un porcentaje importante de 
víctimas del desplazamiento y el despojo se le excluiría de la restitución de sus tierras82. 
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 La ley 387 de 1997, en su Artículo 1 establece que es “desplazado toda persona que se ha visto forzada a migrar 
dentro del territorio nacional abandonando su localidad de residencia o actividades económicas habituales, porque su 
vida, su integridad física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente 
amenazadas, con ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones: Conflicto armado interno, disturbios y tensiones 
interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos Humanos, infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario u otras circunstancias”. 
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 De las personas desplazadas inscritas en el Registro Único de Protección de Tierras Abandonadas solamente el 45,7% 
de las personas desplazadas que son propietarios, mientras que el 32% son poseedores, 17% ocupantes y 2,8% 
tenedores. Ver al respecto Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación –CNRR- e Instituto de Estudios Políticas y 
Relaciones Internacionales , Universidad Nacional de Colombia –IEPRI-, El despojo de tierras y territorios, una 
aproximación conceptual, Bogotá, D.C., septiembre de 2009, pág. 58.  
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4.6 El Registro de tierras despojadas y abandonas forzosamente creado por la ley de 
Víctimas se implementará en forma gradual y progresiva 
 
La implementación gradual de dicho registro se hará teniendo en cuenta la situación de 
seguridad, la densidad histórica del despojo y la existencia de condiciones para el retorno 
(Artículo 76).  
 
El gerente del Instituto Colombiano para el Desarrollo Rural –Incoder- anunció que dicho 
registro se implementará en los las zonas de Urabá (Antioquia), Montes de María (Bolívar 
y Sucre) y en el departamento del Meta.  
 
Justamente en dichas zonas geográficas, donde persiste el conflicto armado y existe 
presencia de todos los actores del conflicto armado (grupos guerrilleros, grupos 
paramilitares y Fuerza Pública). Asimismo, en la reglamentación de la ley se incluye en los 
Comités Regionales para la Atención y Reparación de las Víctimas la presencia de la 
Unidad Administrativa Especial para la Consolidación con la finalidad de  “brindar atención 
y orientación para el desarrollo de consolidación en zonas específicas”83. Esta disposición 
deje entrever el riesgo de que  en los procesos de restitución de tierras y retorno las 
víctimas sean obligadas a involucrarse en el conflicto armado. 
 
4.7 La ley de Víctimas permite la implementación de proyectos agroindustriales en las 
tierras usurpadas  
 
La ley establece que el Magistrado que conozca del proceso podrá autorizar, mediante el 
trámite incidental, la celebración de contratos entre los beneficiarios de la restitución, y el 
opositor que estuviera desarrollando el proyecto productivo, sobre la base del 
reconocimiento del derecho de dominio del restituido y que el opositor haya probado su 
buena fe exenta de culpa (Art. 99).  
 
Esta figura, denominada “contrato de uso del predio restituido” es violatoria del derecho a 
la restitución de las víctimas, el derecho a la propiedad, el derecho de acceso progresivo a 
la propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios, el derecho al trabajo y a la libre 
escogencia de profesión u oficio y el derecho a la igualdad.  
 
Además, el “contrato de uso” es contario al Principio Rector de los Desplazamientos 
Internos n.° 21 que establece que las propiedades y posesiones de las personas 
desplazadas disfrutarán de protección en toda circunstancia, particularmente contra la 
destrucción y la apropiación, ocupación o uso arbitrarios e ilegales. 
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 Decreto 4800 de 2011 por el cual se reglamenta la ley 1148 de 2011y se dictan otras disposiciones, Artículo 122, 
numeral 13.  
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4.8 El usurpador que confiese el despojo de tierras, de la ilegalidad de los títulos o de los 
derechos reclamados se hará beneficiario del principio de oportunidad  
 
Con dicha confesión por parte del usurpador, la Fiscalía debe renunciar a la persecución 
penal en su contra (Artículo 120). De esta manera pueden quedar impunes, además del 
despojo, vulneraciones graves que haya sufrido la víctima, como amenazas, torturas, 
homicidios, desplazamiento forzado o violencia sexual, al igual que los delitos de 
pertenencia a grupos armados y la complicidad de agentes estatales. 
 
4.9 La Ley de Víctimas faculta al gobierno para determinar la cesación de la condición de 
persona desplazada  
 
Un aspecto de la Ley de Víctimas que merece especial atención es la relacionada con la 
cesación de la situación de desplazamiento. En efecto la ley contempla la “cesación de la 
condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta ocasionada por el hecho mismo del 
desplazamiento, cuando la persona víctima de desplazamiento forzado a través de sus 
propios medios o de los programas establecidos por el Gobierno Nacional, alcance el goce 
efectivo de sus derechos. Para ello accederá a los componentes de atención integral al que 
hace referencia la política pública de prevención, protección y atención integral para las 
víctimas del desplazamiento forzado de acuerdo al artículo 60 de la presente Ley” (Artículo 
67).  
 
Con el propósito de avanzar en la cesación de la condición de persona desplazada, la ley 
1448 otorga al Gobierno Nacional facultades para establecer “los criterios para determinar 
la cesación de la situación de vulnerabilidad y debilidad manifiesta a causa de hecho 
mismo del desplazamiento, de acuerdo con los indicadores de goce efectivo de derechos de 
la atención integral definidos jurisprudencialmente” (Artículo 67, parágrafo 1). La 
consecuencia será la modificación del Registro Único de Víctimas, para dejar constancia de 
la cesación a la que se ha hecho referencia en este artículo (Artículo 67, parágrafo 2). 
 
Es de advertir que la citada disposición concuerda con los propósitos gubernamentales 
plasmados en el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014. Dicho Plan otorga al gobierno la 
potestad de determinar e implementar criterios técnicos con el fin de establecer cuándo 
se supera la situación de “vulnerabilidad individual manifiesta” de las víctimas del 
desplazamiento, en el marco del retorno o la reubicación84.  
 

                                                        
84

 El Artículo 182 de la ley 1450 de 2011 Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo, 2010-201466 señala que 
para la determinación de criterios para la superación de la situación de vulnerabilidad individual manifiesta ocasionada 
por el desplazamiento forzado por la violencia “el Gobierno Nacional deberá tener en cuenta que un hogar desplazado 
por la violencia supera la situación de vulnerabilidad manifiesta ocasionada por el desplazamiento forzado por la 
violencia cuando, en el marco de un proceso de retorno o reubicación: (i) se verifique a través de los indicadores de goce 
efectivo de derechos que goza efectivamente de los derechos básicos (vida, integridad, seguridad, libertad, salud, 
educación, reunificación familiar, alimentación, subsistencia mínima e identidad) con posterioridad al desplazamiento y 
(ii) se demuestre a través de la medición de un indicador global que el hogar ha avanzado sostenidamente en el 
restablecimiento económico y social”. 
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Ni la ley 1448 ni el Plan Nacional de Desarrollo hacen una diferenciación clara entre la 
superación de la “vulnerabilidad manifiesta” y la cesación de la condición de persona 
desplazada85. De cualquier manera, la cesación de la condición de víctima del 
desplazamiento debe estar determinada por los parámetros contenidos en los Principios 
Rectores de los Desplazamientos Internos de las Naciones Unidas, si se hace una 
interpretación conforme al Artículo 27 de la ley 1448 según el cual en lo dispuesto en la 
Ley de Víctimas prevalecerá lo establecido en los tratados internacionales ratificados por 
Colombia sobre Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, por formar 
parte del bloque de constitucionalidad.  
 
Puesto que con frecuencia los Estados se interesan en apresurar el  fin de la condición de 
persona desplazada y así desentenderse de sus correspondientes obligaciones de 
asistencia y protección de las víctimas, el Representante Especial del Secretario General 
de las Naciones Unidas para los derechos humanos de las personas internamente 
desplazadas86 formuló una serie de criterios que establecen las condiciones para 
determinar la cesación de dicha condición, las cuales deben ser consideradas por el 
Gobierno en el proceso de reglamentación. Dichos criterios para determinar la cesación 
de la condición de persona desplazada son los siguientes: 
 
a.  Las causas del desplazamiento deben haber desaparecido. En el caso de Colombia 
deben desaparecer las violaciones a los derechos humanos, las infracciones al derecho 
humanitario y el interés por usurpar y explotar las tierras y sus recursos naturales. 
 
b. La existencia de garantías para los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la 
reparación.  
 
c. La garantía de acceso a soluciones duraderas al desplazamiento (retorno, 
reasentamiento y reintegración) bajo condiciones de voluntariedad, seguridad y dignidad.   
Como se ha analizado a lo largo del presente reporte, Colombia no reúne las tres  
condiciones anteriores. Por el contrario, las causas del desplazamiento no han sido 
superadas, al tiempo que, como se ha señalado en el presente texto, los derechos de las 
personas  desplazadas permanecen bajo un estado de cosas inconstitucional. Asimismo,   
los procesos de retornos no reúnen las condiciones de voluntariedad, seguridad y dignidad 
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 La ley 387 de 1997 en su artículo 18  establece que “*l+a condición de desplazado forzado por la violencia cesa cuando 
se logra la consolidación y estabilización socioeconómica, bien sea en su lugar de origen o en las zonas de 
reasentamiento”.  
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 El Representante Especial del Secretario General de Naciones Unidas sobre los derechos humanos de las personas 
internamente desplazadas formuló ocho criterios aplicables para determinar el alcance de una solución duradera al 
desplazamiento y evaluar cuándo cesa al situación de desplazamiento: seguridad personal y pública a largo plazo; goce 
de un nivel de vida adecuado sin discriminación; acceso a los medios de subsistencia y al empleo; mecanismos eficaces y 
asequibles para restituir la vivienda, la tierra y la propiedad; acceso a la documentación personal y de otra índole sin 
discriminación; reunificación familiar; participación en los asuntos públicos sin discriminación; acceso a recursos 
efectivos y a una justicia eficaz. Ver Naciones Unidas, Consejo de Derechos Humanos, 13º período de sesiones, Informe 
del Representante del Secretario General sobre los derechos humanos de los desplazados internos, Walter Kälin, Adición 
Marco de soluciones duraderas para los desplazados internos, A/HRC/13/21/Add.4, febrero 9 de 2010, Párr. 53 a 105.  
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establecidas por los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos n.° 28 y 2987, 
pues casi el 70% de las personas que han retornado lo han hecho sin previa verificación de 
las condiciones de seguridad y más del 90% y son muchos los retornos irregulares y sin 
acompañamiento88. Tampoco existen alternativas diferentes al retorno, tales como el 
reasentamiento y la reintegración, que brinden dichas condiciones.   
 
4.10 Las víctimas que reclaman la restitución de sus tierras enfrentan serios riesgos 
 
Para conseguir los objetivos de la ley 1448 en materia de restitución de tierras de 
conformidad con los principios de esta, las instituciones competentes deben dar solución 
adecuada a diversos problemas y desafíos, entre los que sobresalen los riesgos para la 
vida y la integridad de las víctimas; la continuidad del desplazamiento y el despojo de las 
tierras;  los proyectos de explotación de recursos naturales, especialmente mineros, y la 
implementación de obras de infraestructura en los territorios colectivos de los pueblos 
indígenas y las comunidades afrodescendientes que han sido afectados por el 
desplazamiento o se encuentran en riesgo de serlo89.   
 
Las estructuras paramilitares han intensificado sus amenazas y ataques contra las víctimas 
que reclaman sus tierras y continúan causando desplazamientos y despojos de tierras en 
zonas de su interés. Por dicha razón, en su momento el Acnur hizo un llamado a introducir  
en el Proyecto de Ley de Víctimas “medidas efectivas de protección de la vida de las 
víctimas antes de la entrega de las tierras, porque como bien sabemos, los riesgos son muy 
grandes”90. Dichas medidas de protección deben corresponder a los factores específicos 
de riesgo que enfrentan las personas desplazadas que reclaman la restitución de sus 
tierras. 
 
La Ley de Víctimas prevé medidas para garantizar la no repetición de las violaciones a los 
derechos humanos, entre las cuales sobresale la que se refiere al desmonte del 
paramilitarismo, principal responsable del despojo de tierras en Colombia: “El Estado 
Colombiano adoptará las medidas conducentes a lograr el desmantelamiento de las 
estructuras económicas y políticas que se han beneficiado y que han dado sustento a los 
grupos armados al margen de la ley con el fin de asegurar la realización de las garantías 
de no repetición de las que trata el artículo anterior” (Art. 150). 
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Las medidas de protección adoptadas por el gobierno nacional han estado a cargo del 
Ministerio de Defensa Nacional, a través de la creación del “Centro Integrado de 
Inteligencia para la Restitución de Tierras” (CI2RT)91. El Centro tiene funciones de 
coordinación interinstitucional entre agencias de inteligencia y contrainteligencia de las 
Fuerzas Militares, la Policía y el liquidado Departamento Administrativo de Seguridad –
DAS92-; el intercambio de información de inteligencia entre las mismas y la 
implementación de un “modelo de seguridad, prevención y protección”93.  
 
El CI2RT es un mecanismo de naturaleza militar, por lo que entre sus funciones no se 
encuentra el monitoreo e identificación de los riesgos de violaciones a los derechos 
humanos e infracciones al derecho humanitario que afrontan las víctimas. Por lo tanto, 
existe preocupación ante la posibilidad de que las medidas de protección de las 
recomendaciones del CI2RT puedan implicar el involucramiento de las víctimas en 
actividades relacionadas con el conflicto armado y el aumento del riesgo para su vida e 
integridad. Esta preocupación cobra validez al considerar que la “Política Integral de 
Seguridad y Defensa para la Prosperidad” tiene una línea de continuidad con la política de 
“seguridad democrática”, en cuya esencia está el involucramiento de la población civil en 
el conflicto armado.  
 
Además, es necesario señalar que en las medidas de protección para las víctimas que 
reclaman la restitución de sus tierras, no se ha contemplado hasta ahora la participación 
del Sistema de Alertas Tempranas de la Defensoría del Pueblo –SAT-. La participación de 
SAT en la identificación de riesgos y la recomendación de medidas de protección es 
indispensable dada su extensa y valiosa experiencia en la recopilación, verificación y 
análisis de la situación de derechos humanos en el contexto del conflicto armado interno, 
lo mismo que en la formulación de recomendaciones a las  autoridades competentes, 
nacionales y locales acerca de las medidas que deben tomar a fin de prevenir adecuada y 
efectivamente los riesgos para los derechos humanos de la población civil. 
 
La participación del SAT en la protección de las víctimas reclamantes de la restitución de 
tierras debe ser un factor determinante en la aplicación de las recomendaciones de los 
órganos de protección de los derechos humanos de las Naciones Unidas, como el Comité 
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de Derechos Humanos”94 y el Acnur. Este último ha subrayado que “un SAT eficaz debería 
ser el núcleo de las políticas de prevención del desplazamiento”95.  
Por las razones anteriormente expuestas, se debe asignar al SAT un papel central en la 
prevención de las violaciones a los derechos de la población reclamante de tierras, acorde 
con sus principios humanitarios que buscan el “deber de protección de la población civil, 
sin generar riesgos adicionales ni agravar los preexistentes y la promoción de la 
intervención humanitaria, sin propiciar o constituir ventaja alguna para los actores que 
participan en la confrontación armada”96. 
 
Aparte de la creación del CI2RT, no se conocen otras medidas que el gobierno haya 
adoptado para garantizar la no repetición de los hechos, de conformidad con el Artículo 
150 de la ley 1448, que estarían dirigidas al total y definitivo desmantelamiento de las 
estructuras económicas y políticas que se han beneficiado del despojo de las tierras. 
Mientras tanto, las víctimas reclamantes de la restitución de sus tierras han continuado 
siendo objeto de amenazas y se han registrado más de 50 casos de homicidio97. Uno de los 
casos recientes es el asesinato de la líder de la población desplazada Ana Fabricia 
Córdoba,  el 6 de junio  de 201198.  
 
El riesgo para la población es de tal magnitud, que una de las instituciones con mayor 
responsabilidad en la protección de tierras y su restitución, como la Superintendencia de 
Notariado y Registro, ha admitido la existencia de siete “zonas de riesgo para restitución 
de tierras”99: Sur de Bolívar, Urabá Antioqueño, Bajo Cauca Antioqueño, Córdoba, Meta, y 
Guaviare. Sin embargo, como se ha mencionado en el presente reporte, la extensión del 
conflicto armado y la presencia de los grupos paramilitares abarcan muchas más 
departamentos identificadas por la Superintendencia de Notariado y Registro. 
 
Frente al creciente riesgo para las víctimas, el Estado debe emprender acciones efectivas 
que conduzcan al desmantelamiento definitivo de los grupos paramilitares empeñados en 
amenazar y asesinar a las víctimas que participan en procesos de reclamación de la 
restitución de las tierras.  
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5. Conclusiones y recomendaciones 
 
A continuación se presentan las conclusiones del presente reporte y se formulan las 
solicitudes al Relator Especial para el desarrollo de su mandato en el caso del 
desplazamiento forzado en Colombia. 
 
5.1 El aumento de la población internamente desplazada en Colombia ha sido el resultado 
de la falta de cumplimiento por parte de Estado de sus obligaciones de respeto y garantía 
de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario y de las 
recomendaciones emitidas de los órganos internacionales en materia de protección de la 
población contra el desplazamiento forzado y durante el mismo. 
 
Se solicita al Relator Especial insistir al Estado colombiano a que dé cumplimiento a sus 
obligaciones de protección contra el desplazamiento y de garantizar la asistencia 
humanitaria, de conformidad con los principios de humanidad e imparcialidad, sin 
discriminación alguna, respetando la condición de la población civil y sin hacer ningún 
condicionamiento de orden político o de apoyo a las tareas propias de la Fuerza Pública.  
 
5.2 La Corte Constitucional colombiana ha dado continuidad al desarrollo de una valiosa 
jurisprudencia que reconoce los derechos de las víctimas del desplazamiento y precisa las 
obligaciones del Estado. No obstante, las  disposiciones del Alto Tribunal no han sido 
cumplidas integralmente por el gobierno nacional ni las autoridades territoriales Estado, 
lo que se traduce en la permanencia de los derechos de la población desplazada bajo un 
estado de cosas inconstitucional.  
 
Se solicita al Relator exhortar nuevamente al Gobierno nacional a que dé cumplimiento 
pleno y sin más dilaciones a las disposiciones de la sentencia T-025 de 2004 y a sus autos 
de seguimiento, lo mismo que al conjunto de la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
relacionada con la protección contra el desplazamiento y la garantía para los derechos de 
la población desplazada.  
 
5.3 El Sistema de Alertas Tempranas de la Defensoría del Pueblo (SAT) es el principal 
componente de la prevención de las violaciones a los derechos humanos y las infracciones 
al derecho humanitario, lo mismo que de la protección contra el desplazamiento forzado. 
Sin embargo, el SAT no ha sido fortalecido con recursos presupuestales e 
institucionalmente con mayor autonomía. 
 
Se solicita al Relator reiterar el llamado al Estado a reforzar la financiación y autonomía de 
la labor preventiva del SAT, de manera que el monitoreo, análisis y alerta de la situación 
de derechos humanos y derecho humanitario a cargo de dicho mecanismo gocen de plena 
independencia, acorde con sus principios humanitarios y el “deber de protección de la 
población civil, sin generar riesgos adicionales ni agravar los preexistentes y la promoción 
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de la intervención humanitaria, sin propiciar o constituir ventaja alguna para los actores 
que participan en la confrontación armada”100. 
 
5.4 Asimismo, se solicita al Relator que inste al Estado a respaldar al SAT en cuanto a la 
adopción efectiva de las medidas preventivas que este recomiende por parte las 
autoridades locales y nacionales. Para tales efectos, sería de gran utilidad la creación de 
un mecanismo de seguimiento a las medidas de prevención señaladas por el SAT en sus 
Informes de Riesgo.  
 
5.5 Los pueblos indígenas y las comunidades afrocolombianos han resultado afectados de 
manera desproporcionada por el conflicto armado y el desplazamiento forzado. Sus 
territorios ancestrales se encuentran amenazados o vulnerados por las acciones militares 
y por los proyectos de explotación de recursos y las grandes obras de infraestructura, lo 
que coloca a dichas poblaciones en permanente riesgo de desplazamiento.  
 
Se solicita al Relator exhortar al Estado a garantizar el derecho de los pueblos indígenas y 
las comunidades afrodescendientes a ser consultados de manera previa, libre e informada 
en todos los casos de adopción de normas y políticas que afecten sus derechos, lo mismo 
que cuando se planean proyectos de infraestructura y exploración y explotación de 
recursos naturales en sus territorios ancestrales, de conformidad con lo dispuesto por el 
Convenio 169 de la OIT sobre pueblos indígenas y tribales y la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los pueblos indígenas.  
 
5.6 Las víctimas del desplazamiento enfrentan graves riesgos para su vida y muchas de 
ellas continúan siendo objeto de amenazas, homicidios, desapariciones forzadas y 
desplazamientos repetidos. Sin embargo, el Estado no ha cumplido sus obligaciones de 
protección durante el desplazamiento.  
 
Se solicita al Relator exhortar al Estado a cumplir urgentemente sus obligaciones de 
protección de los derechos humanos de las víctimas del desplazamiento, enfocando sus 
acciones sobre los factores de riesgo para su vida e integridad, particularmente cuando se 
trata de personas que participan en procesos de reclamación de sus derechos a la verdad, 
la justicia y la reparación integral, incluso la restitución de sus tierras.  
 
5.7 No existen garantías para los derechos de las víctimas del desplazamiento forzado a la 
verdad, la justicia y la reparación.  Las falencias en la investigación, juzgamiento y sanción 
para los responsables del delito de desplazamiento forzado incrementan el riesgo y la 
vulnerabilidad de las personas desplazadas y son contrarias a una política de protección 
contra el desplazamiento.   
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Se solicita al Relator Especial hacer un llamado al Estado colombiano a cumplir 
cabalmente sus obligaciones de investigar, juzgar y sancionar a los responsables del delito 
de desplazamiento forzado, al igual que a los responsables de amenazas, homicidios y 
desapariciones forzosas contra personas en situación de desplazamiento. 
 
5.8 Las víctimas del desplazamiento forzado en Colombia enfrentan una situación que se 
prolonga durante años debido a la persistencia de las causas del desplazamiento y la 
escasa implementación de los Principios Rectores  de los Desplazamientos Internos 
relativos  al retorno, el reasentamiento y la reintegración. 
 
Se solicita al Relator Especial instar al Estado para que de cumplimiento de su obligación 
de garantizar  que los procesos de retorno y de reasentamiento de la población 
desplazada se lleven a cabo con arreglo a las condiciones de voluntariedad, seguridad y 
dignidad establecidas por los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos n.° 28 y  
29. 
 
5.9 Asimismo, se recomienda al Relator reiterar al Estado su obligación de formular 
implementar programas de reasentamiento y reintegración en condiciones de  
voluntariedad, seguridad y dignidad. 
 
5.10 En la misma dirección, se solicita al Relator recomendar al Estado diseñar y poner en 
funcionamiento un mecanismo de seguimiento a los procesos colectivos e individuales  de 
retorno, reasentamiento y reintegración. 
 
5.11 La aprobación de la ley de Víctimas  es un punto de partida en el cumplimiento de las 
obligaciones del Estado de garantizar los derechos de las víctimas, incluidas quienes lo han 
sido del desplazamiento forzado. 
 
Se solicita al Relator que recomiende al Estado desarrollar la reglamentación e 
implementación de la ley de víctimas de conformidad con sus Principios Generales tales 
como la presunción de la buena fe de las víctimas (Artículo 5); igualdad (Artículo 6); el 
enfoque diferencial (Artículo 13); prevalencia de los tratados y convenios internacionales 
ratificados por Colombia sobre derecho internacional humanitario y derechos humanos 
que prohíban su limitación durante los estados de excepción, por formar parte del bloque 
de constitucionalidad (Artículo 27); y el compromiso real y efectivo de respetar y hacer 
respetar los principios constitucionales, tratados y convenios e instrumentos que forman 
parte del bloque de constitucionalidad (Artículo 34), en particular los Principios Rectores 
de los Desplazamientos Internos y los Principios sobre la restitución de las viviendas y el 
patrimonio de los refugiados y las personas desplazadas. 
 
5.12 Se solicita al Relator que exhorte al Estado colombiano a asegurarse de que la 
reglamentación e implementación de la Ley de Víctimas garantice la reparación integral de 
los daños originados por el desplazamiento,  la cual debe comprender la restitución de las 
tierras y viviendas, de conformidad con los parámetros establecidos en los Principios 
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Rectores de los Desplazamientos Internos y los Principios sobre la restitución de las 
viviendas y el patrimonio de los refugiados y las personas desplazadas. 
 
5.13  Asimismo, se solicita al Relator instar al Estado para que la reglamentación e 
implementación de la Ley de víctimas propenda por la igualdad entre mujeres y hombres, 
incluida la restitución de bienes a través del reconocimiento de los derechos que ambos 
tienen en relación con la tierra y la vivienda. La interrelación de las medidas de restitución 
y otros componentes de la reparación integral, como la participación, el acceso a los 
servicios de salud y educación y los proyectos de generación de ingresos deben ser incluir, 
en la fase de reglamentación, medidas dirigidas específicamente a las mujeres 
desplazadas. 
 
5.14 Con relación a los criterios para determinar la cesación de la situación de 
vulnerabilidad a causa del desplazamiento que contemplan tanto la Ley de Víctimas como 
el Plan Nacional de Desarrollo, se solicita al Relator Especial llamar la atención del 
Gobierno para que se ajuste a los criterios elaborados por el Representante Especial del 
Secretario General de las Naciones Unidas para los derechos humanos de las personas 
internamente desplazadas, relativas a: a) la desaparición de las causas del 
desplazamiento; b) la existencia de garantías para los derechos de las víctimas a la verdad, 
la justica y la reparación; y c) el acceso a soluciones duraderas al desplazamiento bajo 
condiciones de voluntariedad, seguridad y dignidad.   
 
5.15 El contexto de implementación de la ley de víctimas se caracteriza por la continuidad 
del conflicto armado interno y de las estructuras paramilitares, en el cual las víctimas que 
reclamen reparación enfrentan serios riesgo para su vida e integridad.   
 
Se solicita al Relator Especial recomendar al Estado la adopción de medidas de protección 
durante el desplazamiento especialmente dirigidas a las víctimas que reclaman la 
restitución de sus tierras. Dichas medidas deben ofrecer garantías especiales de 
protección para las mujeres víctimas que participen en los procesos de restitución de 
tierras y atención especial a los efectos diferenciados de la violencia sobre las mujeres, 
que den cuenta de su vulnerabilidad y en esa medida impliquen respuestas específicas. 
 
5.16 Se solicita al Relator exhortar al Estado a implementar medidas efectivas para 
garantizar la no repetición de los hechos que estén dirigidas al total y definitivo 
desmantelamiento de las estructuras económicas y políticas que se han beneficiado del 
despojo de las tierras, responsables de las amenazas, homicidios, desapariciones forzadas 
y desplazamientos repetidos de las víctimas que participan en procesos de reclamación de 
la restitución de sus tierras.  
 
 
Febrero 28 de 2011 
 


